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Resumen
El presente artículo pretende abordar, desde el punto de vista normativo, las modifica-
ciones que ha experimentado en la Comunidad Autónoma gallega el régimen jurídico de 
las fundaciones integrantes del sector público, así como la evolución de los criterios que 
se han ido considerando por el legislador para su integración en el mismo.
Palabras clave: Fundación, entidadees instrumentales, Administración Pública, Comu-
nidad Autónoma.
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Abstract
This article intended to address, from a legal pont of view, the changes that legal regime 
of the foundations of public sector has experienced in the Galician Autonomous Com-
munity, as well as the evolution of the criteria that have been considered by the legislator 
for the integration therein.
Keywords: Foundation, purpose entities or instrumental entities, public administration, 
autonomous community or autonomous region.
I. Introducción
1.1. El desarrollo de la fórmula consorcial en el ámbito autonómico
En el mes de enero del año 2006, tuvo lugar la firma del Acuerdo entre 
la Xunta de Galicia y la Federación Gallega de Municipios y Provincias por 
el que se establece el contenido y desarrollo del Pacto local que regirá en la 
Comunidad Autónoma de Galicia. Este Acuerdo, con el que Galicia se 
situaba a la cabeza del resto de Comunidades Autónomas en el proceso 
de segunda descentralización, establecía, en su apartado II A) que “la 
Xunta y la FEGAMP crearán, en el año 2006, el Consorcio Gallego de 
Servicios de Bienestar, al que podrán adherirse los municipios afectados, 
para la gestión conjunta de los centros de la red primaria: casas de juven-
tud, casas del mar, escuelas infantiles, puntos de atención a la infancia y 
centros de día para la tercera edad”1.
La creación del Consorcio respondía a la necesidad de arbitrar una 
nueva fórmula de cooperación interadministrativa en una materia, como 
son los servicios sociales, en la que existe una responsabilidad compar-
tida entre la Administración autonómica y la local2. Además de buscar 
1 Durante la legislatura 2005-2009, tuve la oportunidad de desempeñar el cargo de 
secretario general de la Vicepresidencia de la Igualdad y del Bienestar, Departamen-
to de la Administración autonómica competente para la gestión de las políticas en 
materia de servicios sociales en la Comunidad Autónoma de Galicia, lo que me ha 
permitido conocer, de primera mano, el proceso de gestación y posterior desarrollo 
de esta nueva fórmula organizativa de gestión.
2 El Estatuto de Autonomía de Galicia, aprobado por Ley Orgánica 1/1981, de 6 de 
abril, atribuye a la Comunidad Autónoma gallega, en su artículo 27.23, competencia 
exclusiva en materia de asistencia social. Por su parte, la Ley 5/1997, de 22 de julio, 
de Administración Local de Galicia, establece, en su artículo 80.2, que los municipios 
gallegos ejercerán, en todo caso, competencias en los términos de la legislación del 
Estado y de la Comunidad Autónoma, en las siguientes materias (...) k) la prestación 
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una mayor eficacia y eficiencia en la prestación de servicios de primera 
necesidad para los ciudadanos, se hacía preciso superar el modelo tradi-
cional de financiación de aquellos servicios sociales de ámbito municipal 
que tienen una clara incidencia supramunicipal (en particular Centros 
de Día y Escuelas infantiles) y que, en esa medida, también eran presta-
dos por la propia administración autonómica, generando en ocasiones 
absurdas duplicidades. 
Dicho modelo, basado en la convocatoria anual de subvenciones para 
la construcción y gestión de estos equipamientos, impedía una gestión 
racional de los mismos. Y ello, por diversas razones: 
i) en primer lugar, por el alto grado de inejecución de las obras, ser-
vicios y/o actividades subvencionadas, con la consiguiente pérdida de 
fondos; 
ii) en segundo lugar, por la notable inseguridad jurídica que supone 
para los perceptores de las subvenciones, que una vez puesto en marcha 
el servicio, desconocen si van a tener asegurados los recursos suficientes 
para su mantenimiento, lo que dificulta una planificación racional de su 
funcionamiento y extensión; 
iii) en tercer lugar, por la notable precarización del empleo público 
generado en estos ámbitos, en la medida en que las retribuciones y la 
continuidad de este personal vienen determinados, en gran medida, por 
las ayudas que recibe el titular del servicio; 
iv) en cuarto lugar, por la escasa capacidad para desarrollar una pla-
nificación territorial adecuada de las inversiones, que, en la mayor parte 
de los casos, queda al albur de la iniciativa individual del respectivo 
ayuntamiento; 
v) y, por último, por la imposibilidad de aprovechar, lo que hoy se 
dan en llamar, las “sinergias” que una gestión en red de dichos servicios 
podría generar y que una gestión individualizada impide.
Estas fueron, principalmente, las razones que animaron al gobierno 
gallego a crear un Consorcio que sirviese de marco estable de colabo-
ración en el ámbito de los servicios sociales. Un Consorcio creado por 
de servicios sociales y la promoción y reinserción sociales, configurando en su artícu-
lo 81, como servicio mínimo, la prestación de tales servicios en los ayuntamientos de 
más de 20.000 habitantes.
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el convenio3 subscrito el 3 de julio de 2006 por la Xunta de Galicia y 
14 ayuntamientos gallegos, y cuyos estatutos, que figuran anexados al 
mismo, atribuyen a la Administración autonómica una clara posición 
dominante en el proceso de toma de decisiones en el ámbito de los ór-
ganos rectores del Consorcio (el 51% de los votos totales en el seno de 
la Asamblea General y la mayoría de representantes —5 de 9— en el 
Comité Directivo).
A día de hoy, y en poco más de cinco años de funcionamiento, forman 
parte de este Consorcio, junto a la Administración autonómica, un total 
de 275 entidades locales —entre ellas, 4 mancomunidades de munici-
pios—, entre las que se encuentran seis de los siete municipios de gran 
población de Galicia. El 86% de los municipios gallegos, que concentran 
a más de 2,5 millones de personas (el 90% de la población de Galicia), 
están integrados en este proyecto.
Este ente gestiona hoy más de 59 millones de euros de presupuesto (el 
81,3% procede de transferencias de la Xunta de Galicia; el 13,5% de los 
precios públicos derivados de la prestación de servicios y, el 5,2% res-
tante, de las aportaciones de los municipios consorciados), siendo más 
de 1000 los puestos de trabajo que conforman el equipo profesional del 
conjunto de equipamientos gestionados por el Consorcio. 
Ahora bien, más allá de los motivos a que se acaba de hacer mención, 
en la base del éxito de esta fórmula han estado, como en la mayor parte 
de las fórmulas asociativas, otras razones que rara vez asoman en la lite-
ratura jurídica y que, en mi opinión, inciden de modo determinante en el 
éxito o fracaso de procesos de esta naturaleza. Veámoslas:
i) En primer lugar, el incremento substancial de los fondos autonómi-
cos destinados a estos fines; es decir, la aportación de mayores recursos 
por parte de la “administración promotora” resulta indispensable para 
garantizar el éxito. Como se acaba de decir, más del 80% de los fondos 
aportados al Consorcio proceden de la Xunta de Galicia. En el anterior 
modelo, dicha aportación (en forma de subvención), no alcanzaba el 
70% del coste de la obra o del servicio. 
3 Publicado en el Diario Oficial de Galicia, número 131, de 7 de julio de 2006, me-
diante Resolución de 4 de julio de 2006, de la Secretaría General y de Relaciones 
Institucionales de la Vicepresidencia de la Igualdad y del Bienestar.
A. Javier Ferreira Fernández	 Los consorcios del sector público 99
ii) En segundo lugar, la asunción por el nuevo ente de la gestión di-
recta de los equipamientos y la consiguiente descarga de esta responsabi-
lidad a los ayuntamientos integrados ha supuesto para ellos un notable 
alivio, sobre todo en el caso de los municipios más pequeños, si bien se 
les ha permitido mantener un elevado protagonismo político en dicha 
gestión (forman parte de los órganos de gobierno de los equipamientos, 
participan en los procesos de selección del personal y en los procesos de 
admisión de las personas usuarias). 
iii) En tercer lugar, tal y como veremos seguidamente, la ausencia de 
un marco normativo constrictivo ha permitido una gestión mucho más 
ágil de los recursos, tanto humanos como materiales, eso sí, respetando 
los principios básicos de actuación de las Administraciones públicas.
No obstante, ese notable vacío normativo ha provocado que, tanto en 
el procedimiento para su constitución, como en los aspectos relativos a 
la gestión ordinaria de sus actividades (particularmente en el ámbito del 
control presupuestario y de la gestión del personal), hayan surgido nu-
merosos conflictos derivados, fundamentalmente, de la indeterminación 
de la naturaleza jurídica de esta figura y de la imprecisión de sus propios 
Estatutos. No es ésta una cuestión baladí, pues de la correcta determina-
ción de su naturaleza, va a depender el régimen jurídico aplicable a sus 
actos (control financiero y presupuestario, régimen de personal, contra-
tación, etc)4. 
4 Un ejemplo de esta incertidumbre y confusión es, en el caso gallego, la existencia, en 
el mismo Juzgado (JCA nº 2 de Santiago de Compostela) de dos pronunciamientos 
absolutamente contradictorios sobre la naturaleza jurídica del Consorcio Gallego de 
Servicios de Igualdad y Bienestar. Nótese que es el mismo órgano jurisdiccional, el 
que en dos sentencias coincidentes en el tiempo (7 de mayo y 30 de julio de 2007), y 
ante supuestos de hecho idénticos, concluye, en uno y otro proceso, respectivamente, 
en la naturaleza jurídica autonómica y local del referido ente consorcial. Así, la pri-
mera de ellas (Sentencia de 7 de mayo de 2007) establece que “… el Texto Refundido 
de 1986 no ha querido caracterizar a todos los consorcios que puedan constituirse 
al amparo de su artículo 110 como entidades locales, pero sin negarles tampoco tal 
consideración, permitiendo que en cada caso, según las circunstancias concurrentes, 
pueda determinarse si el consorcio constituido es o no una entidad local, no existien-
do razones para atribuir esta naturaleza al consorcio que nos ocupa. Si se examina 
el artículo 3 de los estatutos del consorcio, debe concluirse que tiene la condición 
de entidad de derecho público, de carácter interadministrativo y por ello que las 
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La ausencia de normas claras, unida a la disparidad y confusión de los 
criterios doctrinales y jurisprudenciales respecto de su adscripción, han fa-
cilitado, a pesar de la incontestable naturaleza pública de esta figura, que, 
en ocasiones, se hayan tomado decisiones y dictado actos al margen de los 
cauces y procedimientos establecidos para la actuación de las administra-
ciones integrantes del consorcio5. 
Ahora bien, el auge del fenómeno consorcial no es un fenómeno ex-
clusivo de Galicia. Al contrario, el Consorcio es, hoy en día, la forma 
jurídica instrumental de mayor éxito en el ámbito autonómico, desbor-
dando así su tradicional ámbito de actuación que era el estrictamente 
local6. Ello ha permitido que la misma tome carta de naturaleza dentro 
funciones que se le atribuyen al Consorcio no constituyen una competencia propia 
de los entes locales, que se encuentra atribuida a los municipios como así se deduce 
de la lectura del artículo 6 que establece los fines generales del consorcio…”. Por el 
contrario, la Sentencia de 30 de julio de 2007, concluye en que “no estamos en este 
caso en presencia de un convenio de colaboración entre órganos administrativos de 
la Administración General del Estado o de organismos públicos vinculados o depen-
dientes de ella y órganos administrativos correspondientes de las Administraciones 
autónomas, sino ante un convenio de colaboración entre la Administración local y 
la Administración autonómica que encaja en los sistemas de cooperación regulados 
en los artículos 57 y 87.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
de Régimen Local, y 110 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por 
el que se aprueba el TRRL. (…) En cuanto al régimen jurídico por el que se rige la 
actividad y funcionamiento del Consorcio, es el artículo 3.2 de los estatutos el que 
hace mención a su carácter voluntario, y a su constitución por tiempo indefinido, 
disponiendo que se regirá por sus estatutos, por su reglamento de régimen interno 
y por las demás disposiciones legales que, para el efecto, se enumeran en el artículo 
primero de estos estatutos, y demás disposiciones que, por la naturaleza del ente con-
sorcial, le resulten de aplicación. Es por ello por lo que al margen de la consideración 
que pueda merecer o no el consorcio demandado como ente local, lo cierto es que son 
sus propios estatutos los que se remiten a la Ley 7/1985, como norma que integra el 
conjunto de disposiciones legales por las que debe regirse, al decir que el consorcio se 
constituye de conformidad con la Ley 30/1992, el Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo y la Ley 7/1985, de 2 de abril”.
5 Esta circunstancia se ha puesto de manifiesto, por ejemplo, en la dulcificación de 
las normas procedimentales autonómicas en materia de selección del personal, en la 
ausencia de un órgano específico encargado de las funciones de fiscalización previa, 
o en la ausencia de presupuesto en determinadas anualidades.
6 Según los datos contenidos en el inventario de entes dependientes de las Comunida-
des Autónomas (datos publicados por el Ministerio de Economía y Hacienda, a fecha 
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del sector público autonómico, tal y como ha reconocido el propio legis-
lador7. En la mayoría de las ocasiones son las Comunidades Autónomas 
quienes promueven su creación y quienes se garantizan una clara posi-
ción de dominio, tanto orgánico como financiero. Posición de dominio 
que, en ocasiones, desfigura la propia naturaleza consorcial o pacciona-
da de la figura, por cuanto son las propias Comunidades Autónomas las 
que los utilizan como un ente instrumental más.
En mi opinión, entre las diversas razones que han determinado el 
espectacular incremento de los Consorcios8, se pueden destacar las si-
guientes: i) el mencionado vacío normativo que ha hecho del Consorcio 
una institución extraordinariamente dúctil y adaptable a las más diver-
sas circunstancias (son mayoría todavía las Comunidades Autónomas 
1 de enero de 2011), del total de entes existentes en el conjunto de las Comunidades 
Autónomas (2.388), el 27,5% aproximadamente (647), son Consorcios, mientras 
que las sociedades mercantiles representan un 28% del total, las fundaciones un 
23%, los entes públicos un 9% y los Organismos Autónomos un 1,75%. 
 Las Comunidades Autónomas en las que los consorcios tienen mayor peso específico 
en el conjunto de los entes integrantes del sector público son:
 - Andalucía: el 40,15% (151 de un total de 376).
 - Cataluña: el 39,9% (181 de un total de 453).
 - Baleares: el 59,52% (100 de un total de 168).
 Además, a lo largo de los últimos 7 años se han creado un total de 169 nuevos con-
sorcios, frente a la creación de 147 sociedades mercantiles y de un total de 57 entes 
públicos de diversa naturaleza.
 En Galicia, figuran 23 consorcios sobre un total de 160 entidades integrantes del 
Sector público autonómico; dato que no coincide con los manejados por la propia 
Comunidad Autónoma (un total de 29), lo que evidencia la utilización de criterios 
dispares a la hora de determinar la adscripción de los entes consorciales a una u otra 
Administración y confirma, en definitiva, la nebulosa que pesa sobre la determina-
ción de la naturaleza jurídica de estos entes.
 En todo caso, hay que señalar que el 90% de los consorcios autonómicos citados 
están integrados también por entes locales, dato éste que viene a poner de manifiesto 
que el aspecto puramente subjetivo de la integración de una entidad local en un con-
sorcio no resulta determinante de su naturaleza local.
7 Vid. Apartado II del presente artículo.
8 Según los datos del inventario de entes dependientes de las Comunidades Autónomas 
(datos publicados por el Ministerio de Economía y Hacienda, a fecha 1 de enero 
de 2011), a finales del año 2003 existía en el conjunto del Estado un total de 464 
consorcios autonómicos, cifra que en tan solo siete años se ha incrementado en un 
39,43% (183 nuevos consorcios autonómicos).
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que no han procedido a la regulación normativa de los consorcios auto-
nómicos); ii) el estrepitoso fracaso de otras fórmulas asociativas, singu-
larmente en el ámbito local; iii) la cada vez más perentoria necesidad de 
acudir a fórmulas de colaboración vertical para facilitar las relaciones 
interadministrativas en un estado complejo con tres niveles autónomos 
de decisión, y donde la incertidumbre es la nota característica del repar-
to competencial, cuestión a la que me referiré seguidamente; iv) y, por 
qué no decirlo, un cierto efecto mimético, bastante frecuente en nuestro 
estado autonómico.
Se trata, por lo demás, de un desarrollo que ha venido determinado 
por dos notas características: la espontaneidad y falta de planificación de 
su creación (ésta nunca ha respondido a una decisión racional y planifi-
cada previamente) y la ausencia de un marco normativo definido. Notas 
que, por lo demás, han acompañado, en general, el desarrollo de la admi-
nistración instrumental española9. A ello podría añadirse el escaso interés 
doctrinal que ha despertado, por el momento, este tipo de entes10.
9 Vid. en general sobre esta cuestión navajas rebollar, M. La nueva administración 
instrumental. Colex, Madrid, 2000. Un ejemplo reciente del desarrollo desordenado 
de este tipo de entes en el ámbito autonómico nos lo muestra alMeida cerreda, M: 
Los Entes instrumentales en la Administración autonómica gallega. Análisis de su 
régimen jurídico y propuestas para la reforma de la normativa estatutaria y legal 
vigente, pro manuscripto. 
10 La mayor parte de los estudios sobre el consorcio se han centrado en los consorcios 
locales, siendo muy limitadas las referencias a los consorcios de ámbito autonómico. 
Entre los estudios clásicos sobre los consorcios locales pueden destacarse las obras 
de Martínez lópez-Muñiz Los Consorcios en el Derecho español –Análisis de su 
naturaleza jurídica. IEAL, Madrid, 1974 y Martín Mateo, R. “Los consorcios como 
institución jurídica”. RAP, nº 161, 1971, pp. 9 y ss. Más recientemente cabe citar los 
trabajos de Martín Mateo, R. “Entes locales complejos”. Trivium, Madrid, 1987 
y Los Consorcios locales: una institución en auge”. RAP, nº 129, 1992, pp. 8 y ss.; 
lópez Menudo, f. “Servicios municipales y gestión consorciada” en Jornadas de Es-
tudios sobre consorcios locales: Temas de Administración Local. Ediciones Adhara, 
S.L. 1995. Pedro Escribano Collado (Coord). Pp. 1 a 34. castillo blanco, f “Los 
consorcios de entidades locales: análisis y evolución a la luz de la nueva legislación de 
régimen Local” RAP, nº 124, 1991, pp. 397 y ss. y “Los Consorcios Administrativos: 
especial referencia a los consorcios de entidades locales en la legislación andaluza”, 
en Revista Andaluza de Administración Pública, nº 42/2001, p. 95 y ss; nieto garri-
do, e. El Consorcio Administrativo, Ed. Cedecs, 1997; barrero doMínguez, C. “Los 
conceptos de mancomunidades y consorcios: necesidad de delimitación y diferen-
ciaciones”. Revista Andaluza de Administración Pública, nº 45/2002. pp. 81 y ss. y 
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1.2. La colaboración interadministrativa y los consorcios
De todas las razones que he señalado como base del éxito de esta figu-
ra, la más relevante, jurídicamente hablando, es la de servir de vehículo 
para la colaboración entre los diversos niveles territoriales que confor-
man nuestro Estado11.
Es una opinión común que la configuración de un Estado fuertemente 
descentralizado como el que ha diseñado la Constitución Española de 
1978, exige, necesariamente, la consolidación de una cultura de coope-
ración y/o colaboración entre los distintos entes que lo integran. 
Todo ello se hace más necesario, si cabe, si tenemos en cuenta la no-
table dificultad para deslindar espacios o ámbitos competenciales de ca-
rácter exclusivo12. Esta característica, común al ámbito de actuación de 
las Comunidades Autónomas y del Estado13, resulta más evidente en el 
caso de la delimitación de competencias de los entes locales.
rebollo puig, M. “Los Consorcios entre entes locales como forma de cooperación”. 
Anuario del Gobierno Local.1997. Diputación de Barcelona. Marcial Pons. Madrid. 
1997. pp. 203 y ss.
11 Véase barrero doMínguez, C. “Los conceptos de mancomunidades y consorcios: 
necesidad de delimitación y diferenciaciones”. Op. cit. p. 109.
12 Como ha afirmado alMeida cerreda, M. (“Las relaciones interadministrativas: las 
relaciones de colaboración, control y conflicto”, en Cano Campos, T. (coord.). La 
organización de las Administraciones Públicas, Iustel, 2009, pp. 425-461) “la exis-
tencia de una pluralidad de administraciones públicas que, constitucionalmente, tie-
nen garantizada su autonomía implica que, a cada una de ellas, el ordenamiento 
jurídico les confiere determinadas funciones y potestades para el logro de concretos y 
específicos fines de interés de la colectividad social de referencia de las mismas, pero 
la distribución teórica y técnica de dichas funciones y potestades efectuada por el 
Ordenamiento nunca es perfecta y ello es así porque no siempre es posible deslindar 
exhaustivamente sobre una misma realidad fáctica (personal y territorial) los inte-
reses de cada concreta colectividad territorial que muchas veces, inevitablemente se 
entrecruzan; surgiendo, en consecuencia, superposiciones de ámbitos competenciales 
o vacíos competenciales. En definitiva, la autonomía reconocida a las diferentes Ad-
ministraciones públicas sobre la base de la necesariamente imperfecta distribución 
competencial se traduce, en la práctica, por una parte, en una fuerte tendencia de 
dichas Administraciones a la actuación independiente para la consecución de sus 
particulares fines, sin consideración de los objetivos de interés público perseguidos 
por las demás y, por otra parte, al conflicto por la defensa de los respectivos ámbitos 
de actuación”. 
13 En este sentido, garcía de enterría, e. y fernández rodríguez, t.r. (Curso de 
Derecho Administrativo. Tomo I, Civitas, Madrid, 13 ed. 2006, pp. 295-296) han 
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En efecto, de una lectura detallada de los artículos 25 y 26 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, puede 
advertirse la práctica inexistencia de ámbitos competenciales realmente 
exclusivos, existiendo, en la mayor parte de los supuestos, una superpo-
sición con las competencias que atribuyen a las Comunidades Autóno-
mas los respectivos Estatutos de Autonomía14.
entendido que la “colaboración” puede ser el único remedio a la “esquizofrenia 
jurídica” que supone la superposición de ordenamientos sobre un mismo ámbito 
o materia. Para ellos, refiriéndose a las relaciones entre el ordenamiento estatal y 
autonómico,“resulta inexcusable que sobre esa identidad sustancial de ámbito te-
rritorial y subjetivo de aplicación de los dos ordenamientos éstos tengan que tenerse 
mutuamente en cuenta y trabajar, en tal sentido, alguna relación positiva de colabo-
ración; sin ésta, los destinatarios comunes, tanto los ciudadanos como los tribunales 
que en una única organización (arts. 117.5, 122.1 y 2 y 152.1 de la Constitución) 
han de aplicar uno y otro Derecho, como la Administración ejecutora de ambos, que 
veremos que es también la misma en una parte sustancial, podrían verse forzados 
a una suerte de esquizofrenia jurídica, en el sentido clínico riguroso del término 
esquizofrenia, esto es, a un desdoblamiento o fraccionamiento de la personalidad en 
función del ordenamiento que les afecte, que pueden ser, ciertamente, los dos, incluso 
respecto de una misma, indivisible, situación social o de hecho, o incluso en el seno de 
la misma relación jurídica. Ello es mucho más obligado aún ante un Estado social de 
Derecho, con una actividad prestacional e interventora o reguladora generalizada”.
14 El artículo 25 de la LBRL establece que el municipio, para la gestión de sus intereses y 
en el ámbito de sus competencias, puede promover toda clase de actividades y prestar 
cuantos servicios públicos contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de 
la comunidad vecinal. En su apartado segundo, dicho precepto determina el elenco 
de materias sobre las que, en todo caso, los municipios deberán ejercer competencias. 
Así, entre ellas, la seguridad en lugares públicos, ordenación del tráfico de vehículos 
y personas en las vías urbanas, protección civil, prevención y extinción de incendios; 
protección del medio ambiente, prestación de los servicios sociales y de promoción 
y reinserción social, suministro de agua y alumbrado público, etc.. Los términos del 
ejercicio de las competencias municipales sobre las materias citadas se establecerán 
en la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, operando como límite 
de la distribución legal de competencias municipales las previsiones contenidas en el 
artículo 26 de la citada Ley. A estos efectos, la regulación autonómica de los sectores 
de actividad relacionados, en la práctica totalidad de los supuestos, configura un 
mapa competencial compartido entre la propia Comunidad Autónoma y los munici-
pios en el que siempre se suele dar entrada a la primera, aunque sólo sea a título de 
planificación u ordenación de la actividad de que se trate. Así por ejemplo, mientras 
el artículo 26 de la LBRL establece que corresponde a los municipios de más de 
20.000 habitantes, por si o asociados, la prestación, entre otros, de servicios sociales, 
la recientemente aprobada Ley 13/2008, de 3 de diciembre, de Servicios sociales de 
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Como ha puesto de manifiesto la Comisión encargada de la redacción 
del Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local, “la legislación 
básica de régimen local no ofrece una lista determinada y formal de 
competencias locales, efectuando una remisión a las leyes sectoriales es-
tatales y autonómicas, que serán las llamadas a atribuir competencias, 
limitándose la ley básica a establecer una serie de materias de interés 
local (artículo 25). Esta remisión no ha obtenido un resultado satisfacto-
rio por varias razones. En primer lugar, porque en algunas ocasiones las 
leyes sectoriales ni siquiera han atribuido competencias a los gobiernos 
locales o han devuelto la remisión a lo que disponga la legislación sobre 
régimen local, efectuando así lo que ha sido calificado como remisión 
diabólica en la que resultan olvidados los gobiernos locales. Pero es fá-
cilmente constatable que cuando las competencias han sido reconocidas, 
el contenido atribuido dista mucho de llenar la expectativa de la autono-
mía local. (…) Existen otros casos en los que el contenido atribuido no 
pasa de meras facultades gestoras, sin una relevancia que permita hablar 
de auténticas competencias. Es decir, no se atribuye un verdadero campo 
competencial que permita a los gobiernos locales desarrollar las políticas 
públicas que bajo su propia responsabilidad decidan implementar en su 
territorio”15.
Es así como del ámbito privativo de competencias locales que, apa-
rentemente, había garantizado la Ley básica de 1985, hemos pasado a 
la realidad de un amplio espacio competencial compartido por los en-
tes locales y las Comunidades Autónomas, que, indefectiblemente, debe 
conducir, por mandato constitucional, a una estrecha colaboración.
El propio Tribunal Constitucional ha reconocido, entre otras, en su Sen- 
tencia 27/1987, de 2 de marzo, la necesidad constitucional de establecer 
cauces de relación interadministrativa en el ejercicio de las competencias 
Galicia —dictada en desarrollo del artículo 27.23 del Estatuto de Autonomía de Ga-
licia— establece que el ejercicio de las competencias municipales —previstas, a estos 
efectos, en el artículo 60 de la citada Ley—, se realizará, en todo caso, en el marco 
de la planificación y ordenación general del Sistema gallego de servicios sociales que 
corresponde, en todo caso, a la Administración autonómica.
15 Libro Blanco para la Reforma del Gobierno Local. Ministerio de Administracio- 
nes Públicas. Secretaría de Estado de Cooperación Territorial. Madrid. 2005. 
Pp. 46-47.
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que para la gestión de sus respectivos intereses corresponden a las dife-
rentes Administraciones Públicas. Para él, dado que cada organización 
es una parte del todo, no cabe deducir de la Constitución que, en todo 
caso, corresponda a cada una de ellas un derecho o facultad que le per-
mita ejercer las competencias que le son propias en régimen de estricta y 
absoluta separación. Por el contrario, la unidad misma del sistema en su 
conjunto, en el que las diferentes entidades autónomas se integran, así 
como el principio de eficacia administrativa (art. 103.1 de la C.E.), que 
debe predicarse no sólo de cada Administración Pública, sino del entero 
entramado de los servicios públicos, permiten, cuando no imponen, al 
legislador establecer fórmulas y cauces de relación entre unas y otras Ad-
ministraciones locales y de todas ellas con el Estado y las Comunidades 
Autónomas, en el ejercicio de las competencias que para la gestión de sus 
intereses respectivos les correspondan”. 
Es así como la figura del Consorcio cobra una verdadera relevan-
cia constitucional en tanto que instrumento apto, como veremos, para 
la implementación de un marco estable de cooperación y colaboración 
entre las diferentes Administraciones en la realización de aquellas activi-
dades o servicios que revistan un interés común a todas ellas, garantizan-
do con ello una mayor eficacia y eficiencia en la gestión de los asuntos 
públicos16.
16 En el mismo sentido castillo blanco, f (“Los consorcios administrativos: especial 
referencia a los consorcios de entidades locales en la legislación andaluza”. Revista 
Andaluza de Administración Pública. nº 42-2001, p. 100), ha destacado que “en 
el caso español, si atendemos a los elementos actuales que definen la actuación de 
nuestras Administraciones Públicas, resulta aún, si cabe, más evidente lo hasta ahora 
expuesto. Basta repasar serenamente los artículos 148 y 149 del texto constitucional, 
los artículos 25 y siguientes de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local, para comprobar que no existen apenas ámbitos competenciales 
de prestación de servicios a los ciudadanos que correspondan en exclusiva a alguna 
Administración Pública (precisamente por ello asistimos no hace mucho tiempo al 
debate sobre la “Administración Única”), sino que, muy por el contrario, se produce 
un solapamiento de competencias entre las diversas Administraciones Públicas que 
no hace sino avalar la idea de la necesidad de racionalizar el efectivo ejercicio de 
las competencias legal y constitucionalmente atribuidas, haciendo surgir, cuando los 
intereses sean comunes, entidades asociativas de las que el Consorcio pudiera ser el 
paradigma que hagan a su vez efectivos los principios de solidaridad y cooperación y 
eviten, de una vez por todas la funesta duplicidad de organizaciones que realicen una 
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II. Evolución normativa de los consorcios: del consorcio local a los con-
sorcios autonómicos
Desde una perspectiva jurídica, el Consorcio ha vivido un proceso 
evolutivo en el que pueden distinguirse tres fases:
i) La primera fase se caracteriza por la consideración del consorcio 
como un ente local o un ente asociativo para la defensa de intereses lo-
cales. 
En efecto, la primera regulación general del Consorcio se recoge en 
el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por 
Decreto de 17 de junio de 1955. En su artículo 37, la referida norma 
establece que “las Corporaciones Locales podrán constituir consorcios 
con Entidades Públicas de diferente orden con el fin de instalar o gestio-
nar servicios de interés local”. Sin reconocer expresamente su carácter 
de entidad local, lo cierto es que el Tribunal Supremo le reconoció tal 
carácter desde su propio nacimiento17.
Más tarde, las Bases del Estatuto de Régimen Local (Ley 41/1975, de 
19 de noviembre18) reconocen ya a esta figura como una entidad local, 
misma labor, con los indudables efectos de dispersión de iniciativas, de descoordina-
ción y de mayor gasto público que ello comporta”.
17 En su Sentencia de 2 de abril de 1979, el Tribunal Supremo estableció que “con el 
nacimiento del Consorcio surge un nuevo Ente Local, dotado de personalidad jurídi-
ca, como ya se anticipó, del que se ha dicho que es una asociación de Asociaciones, 
una asociación local de segundo grado, un Ente instrumental, servido por técnicas de 
colaboración y de articulación de competencias públicas, es obvio que las funciones 
o servicios a desarrollar por el mismo, a él tienen que ser imputables, y, en ese ajuste 
de competencias se produzca una metamorfosis, desapareciendo las originarias de 
los Entes integrados, para reinar las atribuidas al Consorcio, que, por carecer de 
población y territorio propios, lo que en él aparece como elemento identificador es la 
función o servicio que haya servido de causa generatriz (…)”
18 En su Base 39, relativa a la Organización administrativa. Consorcios, la Ley 41/1975, 
de 19 de noviembre (BOE, núm. 280, de 21 de noviembre) establecía “Uno. Las En-
tidades Locales podrán crear, modificar o suprimir los órganos de gestión adminis-
trativa no representativos, necesarios para el desarrollo de las actividades a su cargo, 
dentro de los niveles y tipos de orrganización establecidos por el ordenamiento local. 
Dos. Para el desarrollo de los servicios a su cargo, las Entidades Locales están facul-
tadas para crear personas jurídicas que podrán revestir la forma de fundación públi-
ca o análogas; constituir Sociedades con limitación de responsabilidad, suscribiendo 
la totalidad del capital o con participación de otros entes públicos, así como estable-
cer Sociedades de economía mixta. Tres. Igualmente podrán las Entidades Locales 
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condición que se confirmó en el Texto articulado parcial de 6 de octubre 
de 197719.
ii) La segunda fase, que se puede situar entre los años 1985 y 2000, 
se caracteriza por la superación de la calificación del consorcio como 
entidad local y por su consideración como un ente asociativo para la 
gestión de “intereses comunes”, singularmente de los entes locales y de 
las Comunidades Autónomas. En esta fase, el consorcio va a ser recono-
cido, aunque tangencialmente, no sólo por las normas de régimen local, 
sino también por las generales de régimen jurídico de las administra-
ciones públicas, aunque sin definir con precisión su singular naturaleza 
jurídica.
Así, con la entrada en vigor de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Regu-
ladora de las Bases del Régimen Local (LBRL) se inicia el proceso de 
desvinculación de la figura del consorcio interadministrativo del estricto 
ámbito de los intereses locales, para pasar al ámbito de los intereses co-
munes.20 No puede olvidarse que la LBRL fue aprobada una vez creadas 
utilizar formas indirectas de gestión para los servicios que les están encomendados. 
Los servicios que impliquen ejercicio de autoridad habrán de prestarse en régimen 
de gestión directa. Cuatro. Las Entidades Locales, en la forma que se establezca, 
poderán constituir consorcios con Entidades Públicas de diferente orden o naturale-
za, para fines de interés para las respectivas poblaciones. Los consorcios gozarán de 
personalidad jurídica propia y de la consideración de Entidades Locales. Cinco. La 
actividad de las Entidades Locales podrá sujetarse a plan o programa”.
19 El Real Decreto 3046/1977, de 6 de octubre, por el que se articula parcialmente la 
Ley 41/1975, de Bases del Estatuto de Régimen Local, en lo relativo a los Funcio-
narios Públicos Locales y otros extremos, establece, en su artículo 107, que “1. Las 
Entidades Locales podrán constituir consorcios con entidades públicas de diferente 
orden o naturaleza para fines de interés para las respectivas poblaciones. 2. Los con-
sorcios gozarán de personalidad jurídica propia y de la consideración de entidades 
locales. 3. Los Estatutos de los consorcios, que serán aprobados por el Consejo de 
Ministros a propuesta del Ministerio del Interior y previo Dictamen del Consejo 
de Estado, determinarán los fines del Consorcio, así como las particularidades del 
régimen orgánico, funcional y financiero, en relación con el general de las Entidades 
Locales. 4. Sus órganos de decisión estarán integrados por representantes de todas 
las entidades públicas consorciadas, en la proporción que se fije en los estatutos 
respectivos. 5. Podrán utilizar para la gestión de los servicios de su competencia, 
cualesquiera de las formas previstas en la legislación de régimen local”.
20 castillo blanco, f. (“Los consorcios de entidades locales: análisis y valoración a la 
luz de la nueva Legislación de régimen local”, RAP, núm. 124, 1991, p. 408) apoya 
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todas las Comunidades Autónomas que, como ya hemos dicho, van a 
asumir o compartir una parte sustancial de lo que eran tradicionalmente 
espacios privativos de actuación de los entes locales. Esta ley regula di-
recta o indirectamente el consorcio en diversos preceptos:
En primer lugar, el artículo 3 de la LBRL no incluye, de forma delibe-
rada, entre las entidades locales a los consorcios interadministrativos21. 
En segundo lugar, el artículo 57 establece que la cooperación eco-
nómica, técnica y administrativa entre la Administración Local y las 
Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto 
en servicios locales como en asuntos de interés común, se desarrollará 
esta misma tesis al poner el acento, como nota característica de la figura consorcial, 
en la presencia de intereses públicos comunes a las Administraciones consorciadas; 
intereses que, en este supuesto, no serán exclusivamente municipales, a diferencia 
de lo que acontece en las mancomunidades de municipios. En el mismo sentido, 
barrero doMínguez, c. “Los conceptos de mancomunidades y consorcios: necesi-
dad de delimitación y diferenciaciones”, op. cit. pp. 109-110. Una opinión diferente 
es la mantenida por Martín Mateo, R. para quien “a pesar de todo creemos que 
el régimen real del Consorcio no ha sufrido alteraciones sustanciales con la nueva 
legislación y que siguen siendo Entidades Locales, aunque de carácter derivativo y 
no simplemente entidades de naturaleza singular que no forman parte de la Adminis-
tración Local, como se ha afirmado con escaso esfuerzo caracterizador, por cierto”. 
Entes Locales Complejos. Op. cit. p. 112. 
21 Con esta forma de proceder, resulta obvio que el legislador básico estatal no ha 
querido configurar, con carácter necesario, a la totalidad de consorcios que puedan 
constituirse a su amparo como entidades locales. Prueba de ello es que las diversas 
enmiendas presentadas durante la tramitación parlamentaria del Proyecto de Ley 
que proponían su caracterización como ente local, fueron rechazadas. En efecto, esta 
disyuntiva se planteó con la presentación, por los Grupos parlamentarios popular y 
centrista, de sendas enmiendas al Proyecto de Ley citado con la finalidad de que el 
texto definitivamente aprobado por la Cámara incluyese, en la dicción literal de su 
artículo 3, a los consorcios como entidades locales. (Vid. Diario de Sesiones del Con-
greso, núm. 122, de 18 de octubre de 1984). Este debate se retoma en el año 2003, 
con ocasión de la tramitación parlamentaria del Proyecto de Ley de Medidas para la 
Modernización del Gobierno Local. En este caso, es el Grupo Parlamentario Vasco 
quien, a través de la enmienda nº 125 al proyecto de Ley citado, solicita la inclusión 
de los consorcios en la relación de entidades locales del artículo 3.2 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril. La enmienda fue nuevamente rechazada (por 164 votos en contra, 33 a 
favor y 92 abstenciones), al entender la Comisión de Régimen de las Administracio-
nes Públicas (Vid. Diario de Sesiones del Congreso, núm. 825, de 30 de septiembre de 
2003) que los consorcios podían constituirse igualmente con personas jurídicas que 
no tuviesen la condición de entidad local.
Dereito Monográfico: Estudios sobre la modernización administrativa: 95-143 (2011)110
con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en 
las Leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios 
o convenios administrativos que subscriban. El consorcio se configura 
así como un instrumento de cooperación interadministrativa en el que 
podrán participar diferentes Administraciones Públicas (y, en su caso, 
entidades privadas sin ánimo de lucro), no sólo para la prestación de 
servicios puramente locales, en los que el interés local resulta, como es 
lógico, subyacente, sino también en asuntos que resulten de interés co-
mún a las diferentes entidades consorciadas.
Por último, el artículo 87 reconoce, en el ámbito de las actividades 
y servicios de las corporaciones locales, la posibilidad que asiste a éstas 
para constituir consorcios con otras Administraciones Públicas para el 
desarrollo de fines de interés común, o con entidades sin ánimo de lucro 
que persigan fines de interés público, concurrentes con los de las Admi-
nistraciones Públicas.
Por su parte, el artículo 110 del Real Decreto Legislativo 781/1986, 
de 18 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Disposi-
ciones Legales Vigentes en materia de Régimen Local, reitera lo previsto 
en la LBRL, añadiendo dos nuevas previsiones: en primer lugar, que co-
rresponderá a los estatutos determinar los fines del consorcio, así como 
las particularidades de su régimen orgánico, funcional y financiero, en 
segundo lugar, que sus órganos de decisión estarán integrados por repre-
sentantes de todas las entidades consorciadas, en la proporción que se 
fije en los Estatutos respectivos.
No será hasta la aprobación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común (LAP) cuando se reconozca, por primera vez 
en el ámbito estatal, y al margen de la legislación de régimen local, la 
figura del consorcio interadministrativo. 
Inicialmente en su artículo 7, y, tras la reforma operada por la Ley 
4/1999, de 13 de enero, en su artículo 6.5, la LAP reconoce a los con-
sorcios como una manifestación del principio de colaboración interad-
ministrativa. Este artículo prevé que cuando la gestión de un convenio 
entre Administraciones haga necesario crear una organización común, 
ésta podrá adoptar la forma de consorcio dotado de personalidad jurídi-
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ca o sociedad mercantil, encomendándose a los estatutos del consorcio la 
determinación de sus fines, así como las particularidades de su régimen 
orgánico, funcional y financiero. Además, la Ley establece que los órga-
nos de decisión estarán integrados por representantes de todas las enti-
dades consorciadas, en la proporción que se fije en la norma estatutaria, 
pudiendo utilizarse, para la gestión de los servicios que se le encomien-
den, cualquiera de las formas previstas en la legislación aplicable a las 
Administraciones consorciadas.
El hecho de que el referido precepto únicamente cite, refiriéndose al 
ámbito subjetivo de los convenios de colaboración, a la Administración 
General del Estado y a las Administraciones de las Comunidades Autó-
nomas, unido a la remisión a la normativa básica local en todo lo rela-
tivo a las relaciones interadministrativas con las entidades locales (art. 
9), ha llevado a algunos autores a concluir que, en estos casos, no sería 
posible la participación de una entidad local en los consorcios creados a 
su amparo y, de ahí, a entender que existen dos regímenes jurídicos dife-
rentes, el de los consorcios con participación de entes locales (entidades 
locales) y el de aquellos en que no hay tal participación (entidades no 
locales)22.
22 Para castillo blanco, F. “aún cuando parecería coherente que la legislación básica 
de régimen jurídico fuese aplicable a todas las figuras consorciales, no parece esa la 
solución adoptada. En efecto, si repasamos la figura consorcial que aparece en el art. 
6 LRJPAC (en la redacción ofrecida por la Ley 4/1999), y paradójicamente a pesar 
del carácter básico de la misma, han de destacarse los siguientes aspectos (…) El artí-
culo 9 de la Ley añade, confirmando lo ya adelantado unas líneas más arriba, que las 
relaciones entre la Administración General del Estado y las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas con las entidades que integran la Administración local se 
regirán por la legislación básica de régimen local, siendo aplicable supletoriamente lo 
dispuesto en dicho título, lo que en principio parecería excluir de la citada regulación 
prevista en el artículo 6 a los entes locales. “Los consorcios administrativos: especial 
referencia a los consorcios de entidades locales en la legislación andaluza”. Op. cit. 
pp. 119-120. En el mismo sentido pérez torrente ha afirmado que “Como fácilmen-
te se advierte, el artículo 7 de la Ley regula tan sólo el régimen de consorcios entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas. La Ley de bases de régimen local y el texto 
refundido de 1986 regularían los consorcios en que participaran entidades locales. 
Así pues, la Ley 30/1992, en lugar de crear una regla común, consagra dos regímenes 
que en más de una ocasión serán distintos. Ratifica esta conclusión el artículo 9 de 
la Ley 30/1992, el cual, bajo el epígrafe de “relaciones la Administración Local” 
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En mi opinión, dicha remisión no supone en modo alguno el estable-
cimiento de dos regímenes diferenciados, no sólo porque entre ambas 
regulaciones no existen diferencias sustanciales, sino también porque la 
aplicación supletoria de los preceptos de la LAP sirve para limar las posi-
bles diferencias o carencias de la LBRL (por ejemplo, en todo lo relativo 
a la posibilidad de que el Consorcio sea fruto de un Convenio) y, en esa 
medida, para dotar de mayor homogeneidad a esta regulación. Además, 
no debe olvidarse que ni la LAP, ni la LBRL establecen en ninguno de sus 
preceptos cuál ha de ser el régimen jurídico aplicable ni la administra-
ción a la que han de adscribirse los Consorcios, participen en ellos entes 
locales o no. Así lo ha entendido el propio Tribunal Supremo en diversos 
pronunciamientos23.
En definitiva, la existencia de una previsión normativa diferente para 
los consorcios participados por entes locales, responde, en mi opinión, 
a una simple opción de técnica normativa, consistente en no reiterar o 
dispone lo siguiente: “las relaciones entre la Administración general del Estado o la 
Administración de la comunidad autónoma con las entidades que integran su Ad-
ministración local se regirán por la legislación básica en materia de régimen local.” 
“Los Consorcios”. Revista Catalana de Derecho Público. Nº 21. Diciembre. 1996. 
pp. 52 a 65.
23 Para el Alto Tribunal (Sentencia de 2 de junio de 2001), “desde el año 1997 se ha 
venido consagrando la tesis que permitía salir a los consorcios del reducido ámbito 
de la consideración como un ente local, creado por los ayuntamientos ex reglamento 
mencionado, (RSCL) al reconocer la personalidad propia de un consorcio integrado 
por una pluralidad de entes más amplia, tales como una Confederación Hidrográfica, 
una Diputación Provincial y diversos municipios. Posteriormente, la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, rescató legislativamente a esta figura de su 
estrecho encierro, haciendo de ella, con carácter general, una aplicación del princi-
pio de colaboración entre las Administraciones Públicas, al disponer, en su artículo 
6.5 que, cuando la gestión de un convenio entre Administraciones, “haga necesario 
crear una organización común, ésta podrá adoptar la forma de consorcio, dotado 
de personalidad jurídica o sociedad mercantil”. Desde entonces —sigue diciendo el 
TS— su evolución ha sido imparable, siempre de la mano de su independencia de 
cualquier Administración y de su afirmación como ente con personalidad propia”. 
Para acabar afirmando que “Lo expuesto confirma la independencia conceptual y 
organizativa del consorcio y del ayuntamiento y la improcedencia de la tesis de la 
entidad recurrente”, que entendía que el Consorcio era una entidad local, por ser 
creado al amparo de la LBRL. En un sentido similar, vid. SSTS de 3 de noviembre de 
1997 y de 30 de abril de 1999.
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reproducir en el texto general de la LAP lo que, con carácter especial, 
ya regula para los entes locales la LBRL. En todo caso, una regulación 
común a todas ellas en la propia LAP hubiese evitado el debate surgido 
con ocasión de la redacción del artículo 9 citado. Por cierto, debate que 
no se ha planteado, en ningún caso, en los tribunales, quienes, con total 
normalidad y escasa justificación, han llegado a admitir la constitución 
de consorcios de muy diversa naturaleza, con base en lo previsto en la 
LAP24.
Al igual que ha ocurrido en el ámbito estatal, en el ámbito autonómi-
co han sido las normas de régimen local las que han regulado primera-
mente los Consorcios.
(1) En primer lugar están las Comunidades Autónomas que como 
consecuencia de la influencia de una legislación estatal ya superada, sólo 
regulan en sus leyes de régimen local los consorcios que tienen la con-
dición de entidades locales, sometidos, en consecuencia, a la legislación 
local en los aspectos relativos a su organización y funcionamiento. Éste 
es el caso de la Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de 
Galicia (arts. 149 y siguientes), —aunque posteriormente veremos las 
previsiones que en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma ga-
llega ha introducido, en relación con los consorcios autonómicos, la Ley 
16/2010, de 17 de diciembre, de organización y funcionamiento de la 
Administración general y del sector público autonómico de Galicia—, o 
la Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las 
Islas Baleares (art. 2).
(2) En un segundo grupo están aquellas Comunidades Autónomas 
que, siguiendo el espíritu de la LBRL, aprovechan la legislación local 
para regular la integración de las entidades locales en todo tipo de con-
sorcios, tengan o no carácter de entidad local. Así, el Reglamento de 
Obras, Actividades y Servicios de las Entidades Locales de Cataluña, 
aprobado por Decreto 179/1995, de 13 de junio, regula los consorcios 
24 Por ejemplo, en Sentencia de 8 de octubre de 2007 el Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid no se cuestiona la validez de un consorcio creado ex artículo 7 de la 
Ley 30/1992 (nuevo artículo 6.5 tras la reforma de la Ley 4/1999, de 13 de enero) 
entre la Comunidad Autónoma de Madrid y una Cámara de Comercio, Industria y 
Navegación.
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en los que, al menos, se integre una administración local, remitiendo a 
la norma estatutaria la determinación de su naturaleza (arts. 312.2 y 
316.1.c). Por su parte, la Ley 7/1993, de 27 de julio, de Demarcación 
Municipal de Andalucía, se limita a establecer que los consorcios po-
drán constituirse entre entidades locales y cualquier otra Administración 
Pública o entidad privada sin ánimo de lucro para la realización de ac-
tuaciones conjuntas, la coordinación de actividades y la consecución de 
fines de interés común, debiendo someter su actuación al derecho admi-
nistrativo (art. 35). En similares términos se manifiesta la Ley 7/1999, de 
9 de abril, de Administración Local de Aragón (arts. 218 y 219).
(3) Por último, la única norma autonómica que hasta el momento, y 
al margen de la regulación de régimen local, prevé expresamente la posi-
bilidad de constituir consorcios en el ámbito autonómico, adelantándose 
incluso al legislador básico estatal, es la Ley 13/1989, de 14 de diciembre, 
de organización, procedimiento y régimen jurídico de la Administración 
de la Generalitat de Cataluña. En su artículo 55, la referida Ley habilita 
al gobierno autonómico a acordar la constitución de consorcios entre la 
Generalitat y otras administraciones públicas para finalidades de interés 
común o con entidades privadas sin ánimo de lucro que tengan finalida-
des de interés público concurrentes con las de la Administración. A esta 
norma, adelantada a su tiempo, con más de 20 años de vigencia, hay 
que añadir ahora la Ley 16/2010, de 17 de diciembre, de organización y 
funcionamiento de la Administración general y del sector público auto-
nómico, texto legal que contiene una sección (sección 5ª del Capítulo II) 
dedicada a los consorcios autonómicos, y que, en términos generales, se 
pronuncia en semejantes términos que la ley catalana.
iii) La tercera fase, desde el año 2000 hasta hoy, se define por el ex-
traordinario desarrollo de la figura consorcial en el ámbito autonómico 
y por la necesidad de poner límite a un proceso de generación casi es-
pontánea que ha alcanzado un nivel preocupante, sobre todo en térmi-
nos de control presupuestario. Normativamente hablando, esta fase se 
caracteriza porque los consorcios van a ser objeto de tratamiento en las 
normas presupuestarias y financieras estatales y autonómicas, con el fin 
de poner límite a su proceso de expansión incontrolada y de determinar 
su adscripción a algún sector público (estatal, autonómico o local), a 
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efectos, fundamentalmente, de control financiero. También es en esta 
fase cuando comienzan a aparecer pronunciamientos judiciales en los 
que, mayoritariamente, se aborda la cuestión de la naturaleza de los con-
sorcios a efectos de precisar cuáles hayan de ser las normas aplicables en 
materia de personal (sobre todo respecto del desarrollo de las funciones 
de secretaría o intervención y, en particular, si éstas han de estar reser-
vadas a funcionarios con habilitación de carácter estatal), así como el 
procedimiento de constitución a seguir.
Así, si hasta el año 2000 “el legislador no había sometido aún rígi-
damente la organización y régimen del consorcio a los tipos legalmente 
preestablecidos”25 el espectacular crecimiento de los entes consorciales 
a finales de los años 90, unido a la necesidad de disciplinar presupuesta-
riamente a todo el sector público con el fin de garantizar los objetivos de 
estabilidad presupuestaria, le llevó a tomar conciencia de su existencia y 
a tratar de clarificar su naturaleza jurídica y régimen de adscripción, al 
igual que antes había ocurrido con otros entes instrumentales. 
La Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, con 
el fin de precisar qué debe entenderse por entes integrantes del sector 
público estatal, a efectos de control financiero y de cumplimiento de 
los principios de estabilidad presupuestaria, ha previsto por primera vez 
en nuestro ordenamiento, de forma explícita, consorcios que no tienen 
naturaleza local, al establecer, en su artículo 2, que formarán parte del 
sector público estatal “Los consorcios dotados de personalidad jurídica 
propia a los que se refieren los artículos 6, apartado 5, de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y 87 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, cuando uno o 
varios de los sujetos enumerados en este artículo (entes integrantes del 
sector público estatal) hayan aportado mayoritariamente a los mismos 
dinero, bienes o industria, o se hayan comprometido, en el momento de 
su constitución, a financiar mayoritariamente dicho ente y siempre que 
sus actos estén sujetos directa o indirectamente al poder de decisión de 
un órgano del Estado”.
25 Vid. STS de 3 de noviembre de 1997.
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Será también a partir del año 2000 cuando se despierte la preocupa-
ción del legislador autonómico por el tratamiento y, en su caso, control 
(en el proceso de creación y desde el punto de vista financiero y presu-
puestario) de estos entes públicos, de igual forma que había hecho el 
legislador estatal.
Así, la última generación de normas autonómicas sobre finanzas pú-
blicas (Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley de Hacienda Foral de la Comunidad Autóno-
ma de Aragón, Ley 14/2006, de 24 de octubre de Finanzas de Cantabria, 
Ley 2/2006, de 3 de mayo de Hacienda y del Sector Público de Castilla y 
León, Ley 11/2006, de 11 de diciembre de Hacienda de Canarias y Ley 
5/2007, de 19 de abril, de Hacienda de Extremadura) contempla ya los 
requisitos de adscripción de los consorcios al sector público autonómico 
a los efectos de determinar el régimen de control financiero.
En ocasiones, las menos, serán las normas reguladoras de la Admi-
nistración Pública autonómica las que determinen esta adscripción, con-
siderando de aplicación a los consorcios integrados en el sector público 
autonómico el ordenamiento jurídico propio de la Comunidad Autó-
noma de que se trate. Es el caso de las Leyes 3/2003, de 26 de marzo, 
de Régimen de la Administración de las Islas Baleares, 15/2004, de 3 
de diciembre, de la Administración Foral de Navarra, 9/2007, de 22 de 
octubre, de Administración de la Junta de Andalucía y 16/2010, de 17 
de diciembre, de organización y funcionamiento de la Administración 
general y del sector público autonómico de Galicia.
III. Criterios para la integración de un consorcio en el secto público 
autonómico
La cuestión que a continuación ha de resolverse es la de la determi-
nación de la naturaleza jurídica de esta figura, y en particular, cuáles 
han de ser las “circunstancias concurrentes” que, en palabras del propio 
Tribunal Supremo26, deberán darse para adscribir un consorcio al sector 
público local, autonómico o estatal.
Se trata de una cuestión de especial relevancia por cuanto la adscrip-
ción del consorcio al sector público de que se trate, será determinante 
26 Vid. STS de 30 de abril de 1999. FJ 3.
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del régimen jurídico al que deberá quedar sometido en el desarrollo de 
sus actividades y en su funcionamiento, contribuirá a evitar fenómenos 
de huida del derecho administrativo, en particular, los controles deri-
vados del régimen financiero y presupuestario aplicables al resto de las 
entidades integrantes del sector público y, además, contribuirá a evitar 
los fenómenos de doble adscripción o de “apatridia” derivados de la 
indefinición de criterios actualmente existente27. 
3.1. Consorcios que no gestionan intereses comunes a diversos niveles 
de administración
Sin entrar a valorar ahora la idoneidad de la figura consorcial para 
supuestos de “consorcios locales puros”, esto es, consorcios integrados 
exclusivamente por entes locales para el desarrollo de competencias o 
servicios locales tal y como prevén algunas leyes autonómicas, parece 
evidente, habida cuenta de la homogeneidad de los entes que lo integran 
y de los fines que se persiguen, que en estos casos el consorcio tendrá 
naturaleza local28. 
En mi opinión, la naturaleza local del ente tampoco quebraría, en 
aquellos consorcios creados con el único fin de gestionar servicios de 
competencia exclusiva local, por el hecho de que se integrase en el mis-
mo una Administración de distinto nivel. 
Ello es así, porque, como ha declarado el Tribunal Supremo (entre 
otras, en la Sentencia de 3 de abril de 1998), la cooperación no puede ar-
ticularse afectando a competencias propias, o con el fin de desapoderar 
a los entes titulares de las mismas. Para él, opinión que comparto,“aún 
sin estar recogida en el texto constitucional, la colaboración y coopera-
ción de las distintas Administraciones Públicas forman parte del sistema 
27 Como ya se apuntó anteriormente, según los Datos del Inventario de entes depen-
dientes de las Comunidades Autónomas (datos publicados por el Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda, a fecha 1 de enero de 2011), a fecha 1 de enero de 2011, en 
Galicia, figuran 23 consorcios sobre un total de 160 entidades integrantes del Sector 
público autonómico; dato que no coincide con los manejados por la propia Comuni-
dad Autónoma que incluye, a la fecha, un total de 29, lo que evidencia la utilización 
de criterios dispares a la hora de determinar la adscripción de los entes consorciales 
a una u otra Administración. 
28 Vid. rebollo puig, M. “Los Consorcios entre Entes Locales como forma de coopera-
ción”, op. cit. pp. 206.
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como elemento inherente, según ha señalado el Tribunal Constitucional 
en Sentencia 18/1982, de 4 de mayo, pero ninguna de sus manifestacio-
nes puede producirse con infracción de los postulados constitucionales, 
y los condicionamientos impuestos por el propio ordenamiento jurídico, 
especialmente en lo que se refiere al diseño de las respectivas compe-
tencias que puede verse afectado cuando se establecen mecanismos que 
resulten contrarios a la propia autonomía. Y ello es así tanto en lo que 
se refiere al art. 57 LRBRL, relativo a los consorcios y convenios admi-
nistrativos como instrumentos de cooperación económica, técnica y ad-
ministrativa entre las distintas Administraciones (Local, del Estado y de 
las Comunidades Autónomas), como en las manifestaciones específicas 
o mecanismos típicos de cooperación (…)29”.
Así pues, en el hipotético caso de que en un consorcio constituido para 
la gestión de intereses puramente locales el control efectivo en los pro-
cesos de toma de decisiones y, por ende, la dirección funcional del mis-
mo, correspondiese a una Administración distinta de la local, se estaría 
procediendo a un verdadero vaciamiento de competencias municipales 
contrario, como afirma el Tribunal Supremo, al principio constitucional 
de autonomía local. A la misma conclusión cabría llegar en el hipotético 
supuesto de que los servicios gestionados fuesen de competencia exclusi-
va de una Comunidad Autónoma o del Estado. 
En definitiva, siempre que un Consorcio gestione competencias o ser-
vicios atribuidos en exclusiva a una administración pública y en el que 
no haya gestión alguna de intereses comunes, ésta deberá mantener la 
dirección funcional del mismo. En otro caso, su constitución devendría 
nula, por contravenir el orden constitucional y legal de reparto de com-
petencias.
29 Vid, en el mismo sentido la STS de 3 de abril de 1999, la STSJ de Valencia de 30 de 
junio de 2008 o la STSJ de Castilla y León de 3 de mayo de 2002. En todas ellas 
se mantiene la naturaleza local de los consorcios en cuestión, participados por la 
Comunidad Autónoma y entidades locales con el único fin de gestionar servicios de 
competencia exclusiva de éstas. Esta misma tesis es compartida por castillo blanco, 
f. “Los Consorcios Administrativos: especial referencia a los consorcios de entidades 
locales en la legislación andaluza”, op. cit. pp. 95 a 99.
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3.2. Consorcios que gestionan intereses comunes a diversos niveles de 
administración
3.2.1 Criterios normativos
Así pues, la problemática de la determinación de la naturaleza jurídi-
ca queda reducida a los consorcios que podríamos denominar “mixtos”. 
Mixtos desde el punto de vista subjetivo y mixtos desde el punto de 
vista competencial. Esta es la naturaleza de la mayoría de los consorcios 
existentes, dirigidos a facilitar la colaboración entre diversas administra-
ciones públicas en la defensa de sus intereses comunes. 
Como hemos visto, ni la LAP, ni la LBRL precisan la naturaleza jurí-
dica de estos consorcios interadministrativos.
Ante el silencio del legislador, la doctrina ha mantenido posiciones 
divergentes. Para Rebollo Puig, en estos casos serán los estatutos del 
Consorcio los que deberán precisar su naturaleza, teniendo en cuenta 
para ello su composición y las actividades o servicios a desarrollar30. 
Para Martín Mateo, en un Consorcio participado por la Administración 
del Estado o de las Comunidades Autónomas y las administraciones lo-
cales, corresponderá a los estatutos determinar su régimen jurídico y, 
en caso de silencio de la norma estatutaria, habrá de estarse al control 
establecido en cuanto al funcionamiento de sus órganos rectores o a los 
fines prevalentes del Consorcio31. Por último, Nieto Garrido, partiendo 
30 En opinión de este autor, “el propósito —refiriéndose a la regulación contenida en el 
TRRL por contraposición a la prevista en el Texto articulado parcial de 6 de octubre 
de 1977— es justamente no imponer que el régimen aplicable a los consorcios sea 
siempre el de las administraciones locales y permitir que, en función de la composi-
ción y actividades del consorcio, los estatutos partan de proclamar, según los casos, 
un sometimiento general al derecho de la Administración local, o al de la estatal o 
autonómica”. rebollo puig, M. “Los Consorcios entre Entes Locales como forma de 
cooperación”, op. cit. pp. 249.
31 En su opinión,“Si como consideramos que se ha demostrado, los consorcios son 
entes de derecho público, gestionadores de actividades de interés local, parece lógico 
concluir, como resultado del sumatorio de este polinomio caracterológico, que esta-
remos en presencia de una entidad local”. No obstante, el autor admite la posibili-
dad de desvirtuar esta deducción “ante la presencia de un factor de signo negativo, 
a saber, la expresa remisión de los estatutos a otro ordenamiento con pérdida de 
control por parte de las Entidades locales de los órganos del consorcio a favor de 
otras AAPP o de entidades privadas”. “La presencia del Estado o de las CCAA en un 
consorcio en el que participan también entes locales —continúa el citado autor— no 
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de un elemento inalterable, cual es la naturaleza de derecho público de 
los entes consorciales, sostiene que la naturaleza jurídica del consorcio 
interadministrativo vendrá determinada por el dato de cuál es la Admi-
nistración que ostente el control efectivo de sus órganos de gobierno32.
No obstante, y como ya he dicho, será a partir del año 2000 cuando, 
como consecuencia de la aparición de un importante número de consor-
cios, el legislador mostrará una especial preocupación por esta cuestión. 
De un examen de las diversas leyes reguladoras del sector público estatal 
y autonómico, se advierte igualmente la inexistencia de criterios unifor-
mes sobre la adscripción de los consorcios. 
(1) En primer lugar, están las normas que exigen para la adscrip- 
ción de un consorcio la concurrencia simultánea de una posición de con-
trol orgánico y financiero por parte de la administración a la que se 
adscriben.
es por sí misma definitoria de su régimen jurídico. Habrá que estar a lo que digan los 
correspondientes estatutos y, en caso de silencio, al control establecido en cuanto al 
funcionamiento de sus órganos rectores, o a los fines prevalentes del Consorcio. Si los 
estatutos, aunque no opten por un determinado bloque ordenamental, son suficien-
temente explícitos en cuanto al régimen económico y de toma de decisiones, puede 
no ser tan perturbador la ausencia de precisiones normativas en otro nivel”. Martín 
Mateo r., “Los consorcios Locales. Una institución en auge”. Revista Galega de 
Administración Pública. Núm. 0, 1992, pp. 25 a 36.
32 “El consorcio administrativo —dice esta autora— tendrá la naturaleza jurídica de 
ente local cuando el control efectivo de sus órganos de gobierno lo ostenten entidades 
locales territoriales. En este supuesto, los Estatutos de la entidad serán completados, 
en su caso, con las disposiciones de régimen local que rigen la vida de los entes loca-
les. Sin embargo, la naturaleza jurídica de ente local no puede afirmarse respecto de 
aquellos entes en los que el control efectivo de sus órganos de gobierno corresponde 
a la CCAA o, incluso, al Estado. El régimen jurídico aplicable a estas entidades no 
se corresponde con el de los entes locales, sino con el de la CCAA de referencia o, en 
su caso, con el del Estado. En este supuesto se integran los consorcios constituidos 
al amparo de la regulación contenida en el artículo 7 LAP. En definitiva, el consorcio 
administrativo tiene actualmente naturaleza de ente de derecho público y su régimen 
jurídico es, por ende, igualmente, público. No obstante, las particularidades que es-
tablezcan los estatutos de la entidad se encuadran en el régimen jurídico aplicable a 
la misma que variará en función de la naturaleza de los entes-miembros que ejerzan 
el control efectivo sobre los órganos de gobierno del consorcio (en su caso, entidades 
locales, la CCAA o el Estado)”. nieto garrido, e. El Consorcio Administrativo. “El 
Consorcio Administrativo”. Ed. Cedecs. Barcelona. 1997.
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Así ocurre para la delimitación de los consorcios integrados en el sec-
tor público estatal33, de los consorcios integrados en el sector público au-
tonómico de Castilla y León, Canarias y Extremadura34 y de los consor-
cios integrados en el sector público autonómico gallego35 En estos casos, 
cuando uno o varios de los entes integrantes del sector público estatal 
o autonómico citados, hayan aportado mayoritariamente al consorcio 
dinero, bienes o industria, o se hayan comprometido, en el momento de 
su constitución, a financiar mayoritariamente dicho ente y siempre que 
sus actos estén sujetos directa o indirectamente al poder de decisión de 
un órgano del Estado o de las citadas Comunidades Autónomas, el Con-
sorcio formará parte del sector público de aquéllos.36
33 Artículo 2.1 h de la Ley 43/2007, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
34 Artículo 1 f) de la Ley 2/2006, de 2 de mayo, de Hacienda y Sector Público de Castilla 
y León; artículo 2 g) de la Ley 11/2006, de 11 de diciembre, de Hacienda de Canarias 
y artículo 2.1 h) de la Ley 5/2007, de 19 de abril, de Hacienda de Extremadura.
35 La recientemente aprobada Ley 16/2010, de 17 de diciembre, de organización y fun-
cionamiento de la Administración general y del sector público autonómico, en el 
apartado 2 de su artículo 95, tras declarar que “la Administración general de la 
Comunidad Autónoma de Galicia puede constituir, mediante convenio, consorcios 
con otras administraciones públicas para la gestión de servicios de su competencia o 
para la consecución de fines de interés común, así como con entidades privadas sin 
ánimo de lucro que persigan fines de interés público concurrentes con los de la Xunta 
de Galicia, para la realización de éstos”, establece que “2. Tienen la consideración 
de consorcios autonómicos aquellos consorcios en los que la Administración general 
de la Comunidad Autónoma, directamente o a través de las entidades instrumentales 
reguladas en esta Lei, aportase mayoritariamente los medios necesarios para su cons-
titución y funcionamiento o se comprometiese, en el momento de su constitución, a 
financiarlos mayoritariamente, siempre que la actuación de sus órganos de dirección 
y gobierno esté sujeta al poder de decisión de la Administración general de la Comu-
nidad Autónoma o de otra entidad instrumental regulada en esta Ley”.
36 Esta adscripción, no obstante, no está exenta de problemas interpretativos. Así, estas 
normas no precisan cuándo existe financiación mayoritaria, y, en particular, si la 
misma debe ser permanente o estable. Es por ello que una financiación mayoritaria 
inicial, si no va aparejada de una financiación mayoritaria continuada, no debiera 
poder determinar la permanencia del consorcio en el sector público de que se trate.
 En relación con la concurrencia del requisito del poder de decisión de la Adminis-
tración estatal y/o de las administraciones autonómicas citadas en sus actos, cabría 
entender que la sujeción de los actos del consorcio al poder de decisión de la Admi-
nistración de que se trate ha de implicar la existencia de una posición de dominio que 
determine, de facto, el control efectivo en el proceso de toma de decisiones, lo que, 
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(2) En segundo lugar, están las normas que determinan la adscripción 
por la concurrencia alternativa de una posición de control orgánico o de 
control financiero por parte de la administración a quien se adscriben.
Este es el caso de la Ley 14/2006, de 24 de octubre, de Finanzas de 
Cantabria que define a los consorcios dependientes del sector público 
autonómico como aquellos en los que uno o varios de los sujetos perte-
necientes al sector público hayan participado en su financiación en un 
porcentaje igual o superior al 50%37, o se hayan comprometido, en el 
momento de su constitución, a financiar mayoritariamente dicha entidad 
o sus actos estén sujetos directa o indirectamente al poder de decisión de 
un órgano de la Comunidad Autónoma. 
Del mismo modo, la Ley 15/2004, de 3 de diciembre, de la Adminis-
tración de la Comunidad Foral de Navarra establece que “los consorcios 
financiados mayoritariamente por la Administración de la Comunidad 
Foral, o aquellos en los que corresponda a ésta la designación de más 
de la mitad de los miembros de sus órganos de decisión, han de someter 
su organización y actividad al ordenamiento jurídico propio de la Co-
munidad Foral de Navarra”38, criterio que acoge, en similares términos 
sin embargo, no se afirma expresamente. A estos efectos será necesario tener en cuen-
ta diferentes factores, como son la composición de sus órganos de gobierno y/o la 
configuración del sistema de mayorías para la adopción de acuerdos y la formulación 
de propuestas. En este sentido, el Real Decreto 1463/2007, de 2 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento de Desarrollo de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, 
de Estabilidad Presupuestaria en su aplicación a las Entidades Locales (artículo 2.1 
f), considera que éstas ostentan una posición de dominio sobre los consorcios en los 
que participen (consorcios, por tanto, integrados en el sector público local), cuando: 
a) dispongan de mayoría de votos en los órganos de gobierno, o b) tengan facultades 
para nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de gobierno.
37 Resulta cuestionable que la simple participación de un ente integrante del sector 
público autonómico en un porcentaje de financiación igual al 50% resulte determi-
nante de la adscripción del mismo, por cuanto tal participación puede no derivar en 
un efectivo control del ente consorcial y por tanto de sus decisiones (pensemos, por 
ejemplo, en un consorcio participado paritariamente, en términos de porcentaje de 
financiación, por la Comunidad Autónoma y por otra Administración Pública).
38 Nótese que la Ley Navarra sustituye el requisito del poder de decisión por el de la 
designación, por la Administración autonómica, de la mayoría de miembros en los 
órganos rectores del consorcio. En todo caso, la simple facultad de designación de 
la mayoría de miembros en los órganos de gobierno del Consorcio no determina, 
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la Ley 3/2003, de 26 de marzo, de Régimen de la Administración de las 
Islas Baleares. Por su parte, la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de Admi-
nistración de la Junta de Andalucía, acoge un criterio triple: a) la apor-
tación mayoritaria de dinero, bienes o industria, b) el compromiso, en el 
momento de constitución del consorcio, de financiación mayoritaria, c) 
la designación por parte de la Administración de la Junta de Andalucía 
de más de la mitad de los miembros de sus órganos de dirección. En 
cualquiera de estos supuestos, resultará de aplicación a los consorcios 
autonómicos el régimen económico-financiero, de control y contabili-
dad establecido en la Ley General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía. En este mismo grupo podría incluirse 
el Decreto 217/2008, de 25 de septiembre de la Xunta de Galicia, por 
cuanto establece que formarán parte del sector público autonómico los 
consorcios cuando el proyecto de acuerdo por el que se autoriza la par-
ticipación de la Xunta de Galicia o de alguno de los sujetos enumerados 
en su artículo 2 (organismos autónomos, entidades de derecho público 
vinculadas o dependientes, agencias públicas autonómicas, sociedades 
mercantiles públicas, fundaciones del sector público autonómico) prevea 
aportaciones mayoritarias o reserve la designación de más de la mitad de 
los miembros del órgano de gobierno a alguna de ellas39. Previsión que 
merece las mismas consideraciones apuntadas anteriormente.
necesariamente, el ejercicio de una posición dominante en el proceso de toma de 
decisiones. Esto sólo ocurrirá en aquellos sistemas ordinarios de voto, en los que 
existe una correspondencia entre el número de votos y el número de representantes, 
no así en los sistemas de voto ponderado. En todo caso, habrá que tener en cuenta 
no sólo el sistema de representación, sino el régimen de adopción de acuerdos en el 
seno de cada uno de los órganos colegiados, pues si la norma estatutaria impone la 
adopción de acuerdos por unanimidad o por una mayoría reforzada, la mayor repre-
sentación personal no determinará, en ningún caso, la detentación de una posición 
de dominio.
39 Así, si la referida norma, a los efectos de la reglamentación del procedimiento de 
creación de los entes integrantes del sector público autonómico, parece sentar los 
criterios determinantes de la adscripción de los consorcios al sector público gallego, 
la Ley 3/2009, de 23 de junio, por la que se modifica, en su artículo 48, el Texto Re-
fundido de la Ley de Régimen Financiero y Presupuestario de Galicia, rechaza acoger 
el mismo criterio, remitiéndose, a estos efectos, a los requisitos determinados por 
el sistema europeo de cuentas (SEC-95). Así, y según la referida Ley, integrarán los 
presupuestos de la Comunidad Autónoma (…) g) los presupuestos de los consorcios 
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(3) En tercer y último lugar, están las Comunidades Autónomas que 
utilizan un único criterio de adscripción. En esta línea, y utilizando un 
criterio excesivamente impreciso, la Ley 3/2003, de 3 de marzo, del Sec-
tor Público de la Rioja, define a los consorcios integrados en el sector pú-
blico autonómico como “aquellos en los que la posición mayoritaria en 
la Junta de Gobierno corresponda, directa o indirectamente, al gobierno 
de La Rioja”. En términos semejantes, y con la misma imprecisión, el 
Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Autónoma 
de Aragón (Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio) utiliza el único 
criterio de la representación mayoritaria, directa o indirecta, de la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma40.
3.2.2. Propuesta de solución
De acuerdo con lo dicho en el apartado anterior, puede apreciarse que 
tanto las Administraciones autonómicas como la Administración gene-
ral del Estado adoptan criterios divergentes y, en ocasiones, contradic-
torios, susceptibles de generar conflictos de adscripción de los diferentes 
consorcios a una u otra Administración Pública. Así, por ejemplo, en 
las Comunidades Autónomas que adoptan, al igual que el Estado, un 
sistema de adscripción simultáneo (sistema de control orgánico y finan-
ciero) —entre ellas la Comunidad Autónoma gallega— podrán generar-
se supuestos de falta de adscripción (consorcios sin dueño), particular-
mente en aquellos supuestos en los que ambas administraciones, estatal 
y autonómica, compartan esa posición de dominio (financiero, unas, y 
en los que concurran los requisitos determinados por el sistema europeo de cuentas 
para integrarse en el sector de la Administración Pública Autonómica de Galicia. Sin 
embargo, lo que las normas SEC-95 establecen, en cualquier caso, son los criterios 
determinantes de la integración de tales entes en el sistema de contabilidad pública, 
no los criterios determinantes de su calificación como entes integrantes del sector 
público de que se trate.
40 En ambos supuestos se plantea el mismo problema, al no establecerse los criterios 
de medición de la representación mayoritaria (número de representantes o número 
de votos). En todo caso, y como antes se puso de manifiesto, ninguno de estos cri-
terios será determinante de la posición de dominio de la Comunidad Autónoma en 
el proceso de toma de decisiones (cfr. sistemas de voto ponderado y/o existencia de 
regímenes de votación por mayorías reforzadas).
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orgánico otras). De igual modo, si se produjera una modificación de la 
Ley General Presupuestaria en el sentido de incorporar un criterio de 
adscripción alternativo, podría producirse una ampliación de los con-
sorcios integrados en el sector público estatal, ampliación que podría 
yuxtaponerse con los criterios de pertenencia regulados en las normas 
autonómicas. Por esta vía, dos normas producidas válidamente al am-
paro de sus sistemas jurídicos de fuentes, llegarían a reconocer que una 
misma entidad consorciada depende, a la vez, de dos sectores públicos 
diferentes, generando, con toda seguridad, un innecesario conflicto41.
Ante esta situación caótica, el único esfuerzo armonizador en la deli-
mitación de los criterios de adscripción de los consorcios al sector públi-
co se ha dado en el marco de la legislación básica en materia de estabili-
dad presupuestaria. 
Con este fin se aprobó el Real Decreto Legislativo 2/2007, de 28 de 
diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General 
de Estabilidad Presupuestaria cuyo objeto es “el establecimiento de los 
principios rectores a los que deberá adecuarse la política presupuestaria 
del sector público en orden a la consecución de la estabilidad y creci-
miento económicos, en el marco de la Unión Económica y Monetaria, 
así como la determinación de los procedimientos necesarios para la apli-
cación efectiva del principio de estabilidad presupuestaria, de acuerdo 
con los principios derivados del Pacto de Estabilidad y Crecimiento, y en 
virtud de la competencia del Estado respecto de las bases y coordinación 
de la planificación general de la actividad económica”. A estos efectos, 
y con el fin de garantizar la formación y el mantenimiento de un Inven-
tario de Entes integrantes del Sector Público, que vele por la efectiva 
aplicación de este importantísimo principio, el legislador básico estatal, 
ha fijado los criterios determinantes de la adscripción de los consorcios 
al sector público estatal y local.
Como se dijo, según la LGP formarán parte del sector público estatal, 
“los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se 
41 Vid. garcés sanagustín, M. “El control Económico-Financiero de los Consorcios: 
Tendencias y Alternativas”. IGAE, núm. 19, 2007, pp. 15-23.
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refieren los artículos 6, apartado 5, de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, y 87 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local, cuando uno o varios de los 
sujetos enumerados en este artículo hayan aportado mayoritariamente 
a los mismos dinero, bienes o industria, o se haya comprometido, en el 
momento de su constitución, a financiar mayoritariamente dicho ente 
y siempre que sus actos estén sujetos directa o indirectamente al poder 
de decisión de un órgano del Estado” (art. 2.1.h). Por otra parte, y de 
conformidad con el artículo 2.1 f) del Real Decreto 1463/2007, de 2 
de noviembre por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la 
Ley 18/2001, de 12 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, en su 
aplicación a las Entidades Locales, formarán parte del sector público 
local los consorcios que las entidades locales hayan podido constituir 
con otras administraciones públicas para fines de interés común o con 
entidades privadas que persigan fines de interés general, siempre que la 
participación (habrá que entender financiera) de la o las entidades loca-
les en dichos Consorcios sea mayoritaria, o bien que en caso de igualdad 
de participación con otras entidades que no sean de carácter local, se 
cumpla alguna de las siguientes características: que la o las entidades 
locales dispongan de mayoría de votos en los órganos de gobierno; y que 
la o las entidades locales tengan facultades para nombrar o destituir a la 
mayoría de los miembros del órgano de gobierno. 
Respecto del sector público autonómico, la legislación estatal sobre 
estabilidad presupuestaria ha encomendado al Consejo de Política Fiscal 
y Financiera (CPFF) la determinación de tales criterios. En los acuerdos 
adoptados en su reunión de 10 de abril de 2003, el CPFF delimita las 
entidades que, a los efectos del Inventario General, han de considerarse 
integradas en el sector público autonómico (así, los consorcios que las 
Comunidades Autónomas hayan podido constituir con otras Adminis-
traciones Públicas para fines de interés común o con entidades privadas 
sin ánimo de lucro que persigan fines de interés general); sin embargo 
omite la fijación de los requisitos necesarios para delimitar esta figura. 
En consecuencia, los consorcios que no hayan podido adscribirse 
al sector público estatal o local según los criterios determinados en la 
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Ley General Presupuestaria y en el Reglamento de desarrollo de la Ley 
18/2001, de 12 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, en su apli-
cación a las Entidades Locales, serán clasificados como entes integrantes 
del sector público autonómico. Criterio que no coincide, como es evi-
dente, con los criterios de delimitación utilizados por cada una de las 
Comunidades Autónomas en su normativa específica.
Llegados a este punto, y teniendo presente la insostenibilidad de la 
situación actual, llena de contradicciones y lagunas, aún en aquellos ám-
bitos, como el de la estabilidad presupuestaria, en donde se ha hecho 
un mínimo esfuerzo de sistematización, parece evidente la necesidad de 
avanzar en la fijación de algún criterio básico que clarifique la adscrip-
ción de esta figura al sector público estatal, autonómico y local.
En mi opinión, ha de ser en la LAP, en tanto norma básica de orga-
nización y funcionamiento de las diversas administraciones públicas, en 
donde se fije dicho criterio. Así, al igual que la ley básica de régimen 
jurídico de las administraciones públicas y la de régimen local han fijado 
reglas generales para la creación de los consorcios, así como el contenido 
de sus Estatutos, entiendo que nada obsta para que, de igual modo, se 
fijen en ellas las reglas básicas de adscripción de los mismos, cuestión 
que, por las razones que se acaban de exponer, desborda el ámbito es-
tricto de las competencias autonómicas y, en particular, de su potestad 
autoorganizatoria.
En este sentido, el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 50/1999, 
de 6 de abril, ha afirmado que “la competencia relativa a la libre organi-
zación de la propia Administración autonómica (…) en tanto que com-
petencia exclusiva tiene como único contenido la potestad para crear, 
modificar o suprimir los órganos, unidades administrativas o entidades 
que configuran las respectivas Administraciones autonómicas o depen-
den de ellas. (…) Fuera de este ámbito de actividad autonómica exclu-
siva, el Estado puede establecer, desde la competencia sobre bases del 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas del art. 149.1.18 CE, 
principios y reglas básicas sobre aspectos organizativos y de funciona-
miento de todas las Administraciones Públicas. Esto significa, en pala-
bras de la STC 227/1988, que la potestad organizatoria (autonómica) 
para determinar el régimen jurídico de la organización y funcionamiento 
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de su propia Administración, no tiene carácter exclusivo, sino que debe 
respetar y en su caso desarrollar las bases establecidas por el Estado. En 
definitiva, salvo en lo relativo a la creación de la propia Administración, 
la potestad de autoorganización, incluso en lo que afecta a los aspectos 
de organización y de funcionamiento, no puede incluirse en la compe-
tencia exclusiva de autoorganización de las Comunidades Autónomas 
(…)”.
A la vista de lo previsto ya en la normativa presupuestaria, creo que 
la solución más armónica ha de ser la de atender al criterio del control 
efectivo desde el punto de vista orgánico y financiero. Así, si las normas 
de régimen financiero y presupuestario someten la actividad económica 
del consorcio a los controles internos de la Administración General del 
Estado, de la Comunidad Autónoma o de las entidades que integran la 
Administración Local con base en estos criterios, resultaría absurdo y 
distorsionador aplicar unas normas diferentes a las aplicables al sector 
público estatal, autonómico o local en otras materias como en el régimen 
patrimonial o de personal.
Lo relevante a estos efectos es pues determinar quién tiene el poder 
decisión y, por tanto, el poder de conformar, directa o indirectamente, la 
voluntad del consorcio.
Parece evidente que, como señala LGP, este poder lo tiene quien si-
multáneamente haya aportado mayoritariamente al consorcio dinero, 
bienes o industria, o se haya comprometido, en el momento de su consti-
tución, a financiar mayoritariamente dicho ente y siempre que sus actos 
estén sujetos directa o indirectamente al poder de decisión de un órgano 
de la misma. El establecimiento, con carácter básico, de un doble crite-
rio de adscripción (la exigencia simultánea de un dominio orgánico y 
financiero), ofrece todas las garantías, en la medida en que de esta forma 
queda claramente definida la posición de dominio de la Administración 
de adscripción.
Es pues éste el criterio que, en mi opinión, y con carácter general debe 
trasladarse a la LAP, entendiendo para ello por poder de decisión la ma-
yoría de votos en los órganos de gobierno o las facultades para nombrar 
o destituir a la mayoría de los miembros del órgano de gobierno.
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¿Qué hacer en los demás casos? Es decir, ¿a quién se adscribe un 
consorcio cuando sólo concurre uno de los criterios? En mi opinión y 
teniendo en cuenta la importancia que en estos entes tiene el libre pacto 
asociativo con base en el cual se crean y que se expresa, fundamental-
mente, en los Estatutos que se otorgan, deberán ser éstos quienes deter-
minen dicha adscripción, de igual modo que ocurre con los fines, com-
petencias, régimen organizativo, etc. En todo caso, esta adscripción, que 
debe realizarse a la luz de las circunstancias concretas concurrentes en el 
Consorcio, deberá hacerse, eso sí, teniendo en cuenta alguno de los crite-
rios señalados, esto es, la presencia de algún elemento (control financiero 
u orgánico) que revele un especial poder de decisión de la administración 
a quien se adscribe. En caso de que esto no ocurra (supuesto bastante 
infrecuente por cuanto en sólo un 10% de los casos, los entes integrantes 
de los consorcios tienen igual participación) serán los entes integrados 
quienes, en función de los criterios que consideren oportunos, determi-
narán qué normas les serán de aplicación y a qué administración se les 
debe considerar adscritos a efectos de control.
En todo caso, la norma básica deberá exigir de forma preceptiva el 
pronunciamiento de los Estatutos de los consorcios sobre esta cuestión, 
teniendo en cuenta, eso sí, los criterios que acabo de exponer. Cual-
quier otra solución aboca a una situación de indefinición intolerable en 
nuestro Estado de Derecho, por contradecir abiertamente el principio de 
seguridad jurídica.
IV. Características de los consorcios autonómicos
Podemos entender por consorcios del sector público autonómico los 
entes de derecho público, de carácter instrumental y de base asociativa, 
con personalidad jurídica propia y diferente de los entes que lo integran, 
creados por la Administración autonómica y otras administraciones pú-
blicas y, en su caso, entidades sin ánimo de lucro, para el desarrollo de 
actividades de interés común a todas ellas, y en los que la Administra-
ción autonómica ostenta una posición dominante desde el punto de vista 
financiero y orgánico.
Este ha sido el criterio sentado por la recientemente aprobada Ley 
16/2010, de 17 de diciembre, de organización y funcionamiento de la 
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Administración general y del sector público autonómico de Galicia (LO-
FAXGA), al definir a los consorcios autonómicos en los siguientes térmi-
nos: “La Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia 
puede constituir, mediante convenio, consorcios con otras administra-
ciones públicas para la gestión de servicios de su competencia o para la 
consecución de fines de interés común, así como con entidades privadas 
sin ánimo de lucro que persigan fines de interés público concurrentes con 
los de la Xunta de Galicia, para la realización de éstos”.
De acuerdo con esta definición, los consorcios autonómicos vendrán 
definidos por las siguientes características, que describiré brevemente
4.1. Carácter asociativo
Se trata de una característica asumida por la totalidad de la doctri-
na42. En el caso de los consorcios autonómicos dicha asociación lo será 
de entes públicos de diferente naturaleza y nivel, en la que participa ne-
cesariamente una Comunidad Autónoma o un ente dependiente de ella, 
y en la que podrán participar, en su caso, entidades privadas sin ánimo 
de lucro que persigan fines de interés público concurrentes con los de las 
Administraciones Públicas.
4.2. Carácter voluntario
La voluntariedad es una nota esencial inherente a la propia naturale-
za del consorcio interadministrativo. Tanto la normativa reguladora del 
régimen local como la LAP, facultan a las diferentes Administraciones 
Públicas para su creación, y enmarcan a los consorcios en el ámbito de 
las relaciones de colaboración y/o cooperación interadministrativa. A 
estos efectos, para su efectiva creación, será necesaria una concurren-
cia de voluntades, normalmente reflejada a través de un instrumento de 
carácter convencional. De ahí que los consorcios no puedan ser creados 
por Ley o norma de inferior rango, salvo que se acredite fehaciente-
mente, y con carácter previo, el acuerdo favorable en tal sentido por las 
42 Vid. por todos, fernández farreres g. “Las Conferencias Sectoriales y los consor-
cios en las relaciones de colaboración entre el Estado y las Comunidades Autóno-
mas” en Las relaciones interadministrativas de cooperación y colaboración. Instituto 
de Estudios Autonómicos. Barcelona 1993, pp. 56-57.
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Administraciones constituyentes43. Así ocurre, por ejemplo, en la Ley 
22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona, que 
prevé en su artículo 61.7 la creación de los consorcios de Vivienda, de 
Servicios Sociales y de Educación entre la Generalitat y el Ayuntamiento 
de Barcelona. En este caso, la propuesta de creación es consecuencia de 
la voluntad expresada por el propio Ayuntamiento de Barcelona y de la 
propuesta de la Comisión Mixta (Generalitat-Ayuntamiento de Barcelo-
na) prevista en la disposición transitoria primera de la Ley 8/1987, de 15 
de abril, municipal y de régimen local de Cataluña.
4.3. Heterogeneidad en su composición
En esencia, el consorcio autonómico, al igual que el resto de consorcios 
interadministrativos, ha de estar integrado por Administraciones de distinto 
nivel. Así se desprende de la dicción literal de los artículos 57 LBRL y 
6.5 de la LAP44. 
Si bien es cierto que algunas leyes autonómicas, como la Ley 5/1997, 
de 22 de julio, de Administración Local de Galicia, posibilitan la cons-
titución de consorcios locales puros45, lo cierto es que la constitución 
43 El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 21 de noviembre de 1990, mantiene el ca-
rácter voluntario de esta fórmula de colaboración interadministrativa, al señalar que 
“conviene, en este sentido, tener en cuenta que, cuando de lo que, en concreto, se 
trata es de convenir o consorciar el modo de gestionar servicios o intereses que sean 
comunes, en este caso a las Entidades Locales y a las Autonómicas, naturalmente 
que, por encontrarnos ante una relación jurídico-administrativa de carácter bi o plu-
rilateral, ninguna de las partes puede unilateralmente establecer normas de actuación 
que obliguen a la otra u otras, y es por ello que lo que tal precepto da por supuesta 
—artículo 57 de la LRBL— ante todo, la voluntad de los entes para consorciarse o 
convenirse, exigiendo consiguientemente la suscripción de consorcios o convenios, 
con indudable posibilidad de que quienes intervengan fijen de común acuerdo los 
casos, condiciones, concreción de fines y circunstancias en que la cooperación o co-
laboración va a prestarse recíprocamente (…)”.
44 Vid. en el mismo sentido, rebollo puig, M. “Los Consorcios entre entes locales 
como forma de cooperación” op. cit. pp. 204-205.
45 El artículo 149.1 de la Ley 5/1997, de 22 de julio, de Administración Local de Ga-
licia establece que “las entidades locales gallegas podrán, con carácter voluntario, 
constituir consorcios locales entre sí o con otras administraciones públicas para fines 
de interés común o con entidades privadas sin ánimo de lucro que persigan fines de 
interés público concurrentes con los de las administraciones públicas”
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de un ente asociativo integrado por administraciones del mismo nivel y 
grado, en particular municipios, no debería adquirir una forma consor-
cial, puesto que la asociación voluntaria de dos o más municipios para la 
ejecución en común de obras y servicios determinados de su competencia 
constituye, de conformidad con la legislación básica de régimen local, 
una mancomunidad de municipios46. Por esta misma razón, el Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, en su sentencia núme-
ro 1378/2006, de 3 de julio considera nula la constitución del Consorcio 
de Aguas de L’Horta, integrado exclusivamente por ayuntamientos, al 
considerar que tal asociación voluntaria de municipios, dado su objeto 
—prestación del servicio obligatorio de suministro domiciliario de agua 
potable— y entes integrantes, debiera adoptar la personalidad jurídica 
de Mancomunidad. Así, el TSJ entiende que, tal y como se desprende 
del artículo 44 de la LBRL, no es válido dar forma de consorcio a lo que 
debiera ser una mancomunidad y no es lícito, por ello mismo, burlar el 
procedimiento instituido por el legislador para la constitución de este 
tipo de asociación voluntaria de municipios.
4.4. Personalidad jurídica propia e independiente
Igualmente, resulta inherente a la naturaleza del consorcio la perso-
nalidad jurídica propia y diferente de la de los entes que lo integran. Si 
no surge esta nueva personalidad, estaremos ante otras fórmulas de co-
operación (como por ejemplo el convenio), pero no ante un consorcio. 
En este sentido el Tribunal Supremo, desde su Sentencia de 2 de abril 
de 1979, ha venido manteniendo “que como con el nacimiento del Con-
sorcio surge un nuevo ente, dotado de personalidad jurídica, como ya se 
46 Esta misma consideración mantiene el Consejo Consultivo de Andalucía en aclara-
ción solicitada a su Dictamen número 22 del año 2001, al negar la posibilidad, en 
aplicación del derecho vigente, de que pueda acudirse a la fórmula consorcial allí 
donde quienes se asocian son exclusivamente municipios, pues, en este caso, señala 
el alto órgano consultivo, la entidad idónea es la mancomunidad de municipios. 
Sobre las diferencias entre las mancomunidades de municipios y los consorcios vid. 
Martínez fernández, F. “Mancomunidades y Consorcios”. Revista Gallega de Ad-
ministración Pública, nº 34 (enero-abril de 2005). pp. 205-206 y barrero rodríguez 
C., “Los conceptos de mancomunidades y consorcios: necesidad de delimitación y 
diferenciaciones”, cit. pp. 81-119.
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anticipó, del que se ha dicho que es una asociación de asociaciones, una 
asociación local de segundo grado, un Ente instrumental, servido por 
técnicas de colaboración y de articulación de competencias públicas, es 
obvio que las funciones o servicios a desarrollar por el mismo, a él tie-
nen que ser imputables y, en ese ajuste de competencias se produzca una 
metamorfosis, desapareciendo las originarias de los Entes integrados, 
para reinar las atribuidas al Consorcio, que, por carecer de población y 
territorio propios, lo que en él aparece como elemento identificador es la 
función o servicio que haya servido de causa generatriz…”.
4.5. La naturaleza jurídico-pública
La posibilidad que abre el vigente artículo 87 de la LBRL a la inte-
gración en los consorcios de entidades privadas sin ánimo de lucro que 
persigan fines de interés público concurrentes con los de las Administra-
ciones Públicas, ha supuesto, en opinión de Nieto Garrido, la pérdida del 
carácter interadministrativo y público de los consorcios47. Sin embargo, 
para Martín Mateo, del hecho de que formen parte del Consorcio suje-
tos de Derecho privado no se derivan mayores obstáculos para que el 
ente resultante tenga naturaleza administrativa48. De la misma opinión 
es Rebollo Puig, para quien “al adoptar la condición de miembros del 
ente verdaderas Administraciones Públicas, el ente como tal asume indu-
dablemente ese carácter, incluso cuando una de las consorciadas es una 
entidad privada el resultado sigue siendo una Administración. Sus fines 
siguen siendo públicos”49.
En el mismo sentido, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en 
su Sentencia número 458/2002, de 4 de abril, ha concluido que la na-
turaleza pública de un consorcio no se desvirtúa por la presencia de un 
47 nieto garrido, e. “El Consorcio Administrativo”. Ed. Cedecs. Barcelona. 1997, 
p. 47.
48 Martín Mateo, r. “Los Consorcios Locales. Una institución en auge” op. cit. p.30.
49  rebollo puig, M. “Los consorcios entre entes locales como forma de cooperación” 
op. cit, p. 204. En el mismo sentido Martínez beltrán, j. a. “Técnicas institucio-
nales de colaboración público-privada: los consorcios y las sociedades de economía 
mixta” en La colaboración público-privada en la Ley de Contratos del Sector Públi-
co. Aspectos administrativos y financieros”. La Ley, 2009, pp. 381-401.
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ente privado en su estructura organizativa. Y ello es así porque adopta 
una forma jurídico-pública, (la LAP en su artículo 6.5 hace referencia, 
con carácter alternativo, a los consorcios y a las sociedades mercantiles); 
sus fines se circunscriben a la prestación de servicios o al ejercicio de 
competencias de interés común a las diferentes administraciones, y que 
el consorcio ejerce por mandato del ente matriz (actuación fiduciaria); 
así, el consorcio hace suyo el servicio o competencia encomendado, tra-
tándose de una suerte de gestión directa. En definitiva, para el TSJ, opi-
nión que comparto, la participación de entidades privadas sin ánimo de 
lucro no desvirtúa la naturaleza de los fines del consorcio, que deben ser 
“fines de interés general” concurrentes con los de las administraciones 
públicas participantes. 
4.6. El carácter instrumental respecto de las administraciones consor-
ciadas
La instrumentalidad, si bien ha sido concebida tradicionalmente 
como una relación característica de los entes institucionales respecto del 
ente matriz, es también una característica predicable de las corporacio-
nes interadministrativas como el Consorcio. Los caracteres que presen-
ta la relación de instrumentalidad que une al Consorcio con los entes 
miembros son: en primer lugar, que el fin o los servicios en función de los 
cuales se constituye el consorcio caen dentro de la órbita competencial 
de los entes miembros, de forma que éstos se convierten en responsables 
políticos de la efectiva realización del fin consorcial; en segundo lugar, 
que en materia patrimonial el Consorcio tiene adscritos bienes aporta-
dos por los entes miembros; en tercer lugar, que sus órganos de gobierno 
deben estar constituidos por representantes de los entes miembros; y por 
último, que la mayor parte de su financiación procede igualmente de los 
entes miembros.
De este modo, tal y como ha afirmado Rebollo Puig, aunque se dé la 
notable y relevante peculiaridad de que no hay una única Administra-
ción fundadora, sino que, varias Administraciones Públicas realizan el 
papel de entidades matrices para crear entre todas ellas una sola entidad 
institucional, el consorcio ha de calificarse como Administración instru-
mental50. De modo que, aunque la dependencia del consorcio respecto 
50 rebollo puig, M. “Los Consorcios entre entes locales como forma de cooperación”, 
cit. pp. 203 y ss.
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de cada una de las entidades matrices es menor, tal circunstancia no es 
suficiente para negar esta naturaleza de ente instrumental. 
Esto no significa, sin embargo, que los consorcios tengan la natura-
leza de entes dependientes de todas y cada una de las Administraciones 
que lo integran, puesto que la dependencia sólo puede predicarse del 
ente a quien se adscriben, sino que están “vinculados” a ellas por una 
relación de instrumentalidad que, entre otras cosas: posibilita la adscrip-
ción de personal funcionario o laboral de las Administraciones consor-
ciadas; permite, a los efectos de lo previsto en el artículo 24.6 de la Ley 
30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (LCSP) con-
siderar al consorcio como medio propio e instrumental de cada una de 
las administraciones consorciadas51; y, por último, permite, de confor-
midad con la normativa reguladora de las subvenciones (Ley 38/2003, 
 Así lo ha entendido también, de forma indirecta, el Tribunal de Justicia de las Co-
munidades Europeas, quien, ante un supuesto similar —una sociedad cooperativa 
municipal controlada exclusivamente por diversas autoridades públicas representati-
vas de diversos entes—, ha entendido que todas ellas ejercen sobre la sociedad con-
juntamente un control análogo al que ejercen sobre sus servicios. Cfr. STJCE de 13 
de noviembre de 2008, Asunto C-324/07, Coditel Brabant SPRL contra Commune 
d’Uccle Règion de Bruxelles-Capitale.
51 A estos efectos, y según la jurisprudencia del TJCE, no será obligatoria la apertura de 
un proceso de licitación, aunque la otra parte contratante sea una persona jurídica-
mente distinta del poder adjudicador, cuando se cumplan, con carácter acumulativo, 
estos dos requisitos: por una parte, la autoridad pública que actúa como entidad 
adjudicadora debe ejercer sobre la persona distinta de que se trate un control análogo 
al que ejerce sobre sus propios servicios y, por otra parte, dicha persona debe realizar 
la parte esencial de su actividad con el ente o entes públicos que la controlan.
 De los más recientes pronunciamientos del TJCE sobre esta cuestión —STJCE asunto 
C-295/05, conocido como asunto Tragsa o STJCE de 11 de mayo de 2006, Asun-
to C-340/04 (Carbotermo SPA y Consorzio Alisei contra Comune di Busto Arsizio 
y AGESP SpA)—, se pueden sacar las siguientes conclusiones: Primera, que cuan-
do se trata de entes públicos cabe la posibilidad de considerar a todos ellos entes 
dominantes respecto de un mismo ente instrumental; Segunda, que el tamaño de 
la participación de una corporación pública individual en una sociedad o ente de 
derecho público formado por diversas corporaciones públicas, no sirve, por si solo, 
para determinar la facultad de control de un ente, pudiendo considerar que la parti-
cipación con un 0,25% del capital social de una sociedad (Tragsa) es suficiente para 
entender que dicha sociedad no puede tener la consideración de tercero respecto de la 
corporación pública titular de las acciones; Tercera, que el control análogo sobre una 
sociedad o ente puede ser ejercido conjuntamente por diversas corporaciones públi-
cas; Cuarta, que la consideración de que una sociedad o ente realiza la parte esencial 
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de 17 de noviembre, General de Subvenciones), excluir del ámbito de 
aplicación de las referidas normas las aportaciones dinerarias que la Ad-
ministración autonómica realice al consorcio para financiar globalmente 
su actividad52.
Es ésta, por lo demás, una posición avalada por una reiterada jurispru- 
dencia53.
  
4.7. Posición de dominio de la Administración autonómica
Por último, como se ha venido reiterando, la característica determi-
nante de la naturaleza autonómica del ente consorcial vendrá dada por 
la posición de dominio que la Administración autonómica o los demás 
entes integrantes del sector público autonómico ejerzan sobre el mismo. 
Así, y como se ha propuesto en el apartado precedente, la posición de 
de su actividad con un ente matriz, puede entenderse cumplido, si dicha actividad se 
desarrolla conjuntamente con varias corporaciones públicas, si todas ellas participan 
en el ente. En consecuencia, la consideración de medio propio y servicio técnico del 
consorcio autonómico respecto de la Administración autonómica resulta clara, pues 
ésta, en base a la posición de dominio ejercida en los órganos de gobierno del ente 
consorcial, ostenta sobre el mismo un poder análogo al que ejerce sobre sus propios 
servicios. En todo caso, y por prescripción de la propia LCSP, tal condición habrá 
de ser reconocida, con carácter expreso, en la norma estatutaria, que deberá precisar 
igualmente el régimen de las encomiendas que las administraciones integrantes del 
consorcio le puedan conferir.
52 Vid. a estos efectos, el artículo 2.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, precepto 
de carácter básico ex Disposición final primera, según el cual “no están comprendi-
das en el ámbito de aplicación de esta Ley las aportaciones dinerarias entre diferentes 
Administraciones públicas, para financiar globalmente la actividad de la Adminis-
tración a la que vayan destinadas, y las que se realicen entre los distintos agentes de 
una Administración cuyos presupuestos se integren en los Presupuestos Generales de 
la Administración a la que pertenezcan, tanto si se destinan a financiar globalmente 
su actividad como a la realización de actuaciones concretas a desarrollar en el marco 
de las funciones que tenga atribuidas, siempre que no resulten de una convocatoria 
pública”. Más explícita resulta la Ley 9/2007, de 13 de junio, de subvenciones de 
Galicia, que excluye igualmente de su ámbito de aplicación, en su artículo 2.2 c) las 
aportaciones dinerarias a favor de otras administraciones y a favor de organismos y 
entidades dependientes de la Administración de la Comunidad Autónoma sometidos 
al ordenamiento autonómico destinadas a financiar global o parcialmente su activi-
dad con carácter indiferenciado.
53 STS de 2 de abril de 1979 y, más recientemente, las STSJ de Madrid de 2 octubre de 
2007 o STSJ de Baleares de 27 de marzo de 2008.
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dominio se medirá tanto en términos de control financiero y de control 
orgánico. Éste será pues el criterio determinante de la integración de un 
consorcio en el ámbito del sector público autonómico y, en consecuencia, 
de su sometimiento al régimen jurídico básico que resulte de aplicación 
en la Comunidad Autónoma de que se trate.
V. Una aproximación al régimen de contratación y de personal de los 
consorcios autonómicos
Teniendo en cuenta la naturaleza de ente de derecho público del con-
sorcio interadministrativo, su sometimiento al derecho público es un re-
quisito que permanece inalterable, sea cual fuere su naturaleza jurídica. 
No así su sujeción a la legislación local, autonómica o estatal.
En consecuencia, el régimen derivado de la normativa administrativa 
general resulta íntegramente aplicable a la totalidad de consorcios inte-
radministrativos; así, el régimen jurídico, procedimiento administrativo, 
normativa básica reguladora de la función pública, contratación admi-
nistrativa, el patrimonio de las respectivas Administraciones Públicas, la 
formación de los presupuestos, etc.
La integración de un consorcio en el sector público autonómico —me- 
dida en términos de la posición de dominio (orgánico y/o financiero) 
ejercida por la Administración autonómica en el ámbito del consorcio—, 
que será determinante, además, de su naturaleza jurídica autonómica, 
implicará el sometimiento de aquél, en su actividad y funcionamiento 
ordinarios, al ordenamiento jurídico de la Administración autonómica 
a que se adscriba.
Así lo determina, por ejemplo, la LOFAXGA en su artículo 95, al 
establecer que “3.- los consorcios autonómicos son entidades instrumen-
tales de la Administración general de la Comunidad Autónoma, dotadas 
de personalidad jurídica propia, que sujetan su actividad a las normas 
que rigen la organización, el funcionamiento y la actuación de las ad-
ministraciones públicas, así como a lo establecido en su convenio de 
creación y en su estatuto”. 
Sin embargo, el alcance de la adscripción de un consorcio al ente 
público dominante, por su composición heterogénea, no puede tener la 
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misma intensidad que el resto de entes instrumentales respecto de la ad-
ministración matriz (Agencias u Organismos Autónomos). Es por ello 
que en este aspecto, los estatutos del consorcio jugarán un papel funda-
mental a la hora de determinar las particularidades que, respecto de la 
normativa marco de general aplicación en el ámbito del sector público 
autonómico, presentarán los consorcios en los aspectos organizativos, 
funcionales y financieros.
En efecto, ante la imposibilidad de establecer una regulación unitaria 
del régimen jurídico de los consorcios, dada su peculiar naturaleza, tanto 
la normativa reguladora en materia de régimen local (artículo 110 del 
Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de las Disposiciones Legales Vigentes en materia de 
Régimen Local) como la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, encomiendan a los estatutos el establecimiento de las 
particularidades del régimen orgánico, funcional y financiero del Con-
sorcio de que se trate.
Así, de conformidad con la LOFAXGA (artículo 95.4), “Los estatu-
tos del consorcio determinarán la consellería de adscripción, sus fines, 
así como las particularidades del régimen orgánico, funcional y financie-
ro. En todo caso, en los órganos de los que se dote al consorcio, deberá 
garantizarse la presencia mayoritaria del sector público”.
Ahora bien, ¿qué alcance puede tener la norma estatutaria en la re-
glamentación de dichas particularidades respecto del régimen general?, 
o dicho de otro modo, ¿en qué materias los estatutos pueden desarrollar 
un régimen propio y diferente al previsto en la normativa autonómica 
que resulte de aplicación?
En mi opinión, lo que la Ley encomienda a los estatutos no es la re-
gulación de la totalidad del régimen jurídico de los consorcios (de ahí la 
necesidad de determinar su naturaleza jurídica), sino simplemente de las 
particularidades del mismo. De esta forma, el régimen propio de los con-
sorcios autonómicos no puede resultar radicalmente distinto de aquél al 
que está sujeta la Administración autonómica. Así, las particularidades 
no autorizan a que el consorcio carezca de fiscalización previa, tampoco 
autorizan a seguir procedimientos de adjudicación contractual que con-
traríen los establecidos para las Administraciones públicas. Autorizan, 
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en cambio, a que se definan los órganos de fiscalización, a que se deter-
mine la composición de las mesas de contratación, a que se regule el régi-
men del personal que preste sus servicios en el organismo, y ello siempre 
que la normativa de aplicación (en este caso la normativa autonómica) 
no aborde una reglamentación en tal sentido.
En definitiva, corresponderá a los estatutos la regulación de aquellas 
cuestiones que, de aplicarse la normativa general y, en especial, la regla-
mentaria, serían de imposible cumplimiento por la falta de equiparación 
entre las categorías de alguna o de todas las Administraciones consorcia-
das con la propia Administración del consorcio.
Teniendo en cuenta que el tratamiento del régimen jurídico de los 
consorcios de naturaleza autonómica exigiría, dada la disparidad de re-
glamentaciones vigente, un exhaustivo análisis del régimen organizativo 
y de funcionamiento de los consorcios existentes, simplemente abordaré, 
de forma sucinta, algunas de las cuestiones que han suscitado mayor 
controversia en relación con su régimen de contratación y de personal.
5.1. Régimen de contratación
La LCSP incluye, en su ámbito de aplicación subjetivo, a los consor-
cios dotados de personalidad jurídica propia. De acuerdo con lo previsto 
en su artículo 3.1.e) “los consorcios dotados de personalidad jurídica los 
que se refieren el artículo 6.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y la legislación de régimen local” forman parte 
del sector público.
Ahora bien, para determinar el grado de intensidad de aplicación de 
la misma, el artículo 3 de la LCSP, en sus apartados 2 y 3, distingue entre 
“administraciones públicas”, a quienes se aplicará íntegramente el con-
tenido de la ley y “poderes adjudicadores que no tienen la consideración 
de administraciones públicas”, a quienes sólo se le aplican determinadas 
normas de la misma. Al no mencionar expresamente a los consorcios en 
ninguno de estos apartados, se ha planteado la duda de qué considera-
ción deben tener los consorcios y, en consecuencia, con qué intensidad se 
les han de aplicar los preceptos de la ley y qué régimen jurídico tendrán 
los contratos por ellos celebrados.
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Para Gimeno Feliu el elemento clave es el apartado e) del artículo 
3.254, cuyo análisis, según el referido autor, nos lleva a la conclusión de 
que los consorcios (al igual que las Agencias Públicas), cuando cumplan 
alguno de los dos requisitos previstos en el mismo, tendrán la considera-
ción de Administración pública y estarán sometidos a las prescripciones 
de la LSCP en todo caso, tanto en fase de preparación y adjudicación 
como de cumplimiento y extinción55.
La Junta Consultiva de Contratación Administrativa, en su Informe 
38/2008, de 31 de marzo de 2009, ha dado un paso más en esta línea 
al concluir que los consorcios son considerados administraciones pú-
blicas y, en consecuencia, deberán aplicar las previsiones de la LCSP 
en su más alto grado de intensidad (preparación, adjudicación, efectos 
y extinción)56. En consecuencia, únicamente restaría a los estatutos la 
posibilidad de establecer aquellas particularidades de índole organiza-
tiva que consideren pertinentes (así, en la determinación del órgano de 
contratación, en la composición de las mesas de contratación, etc). La 
rotundidad del Informe queda de manifiesto en los siguientes párrafos:
“la Ley de Contratos del Sector Público señala, en su artículo 3.1 e), que forman 
parte del sector público los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a 
los que se refieren el artículo 6.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administra-
54 El artículo 3.2.e) de la LCSP establece lo siguiente “Dentro del sector público, y a 
los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de Administraciones Públicas, los 
siguientes entes, organismos y entidades: (...) e) las entidades de derecho público 
vinculadas a una o varias Administraciones Públicas o dependientes de las mismas 
que cumplan alguna de las características siguientes: 1ª que su actividad principal no 
consista en la producción en régimen de mercado de bienes y servicios destinados 
al consumo individual o colectivo, o que efectúen operaciones de redistribución de 
la renta y de la riqueza nacional, en todo caso sin ánimo de lucro, o 2ª que no se fi-
nancien mayoritariamente con ingresos, cualquiera que sea su naturaleza, obtenidos 
como contrapartida a la entrega de bienes o a la prestación de servicios”.
55 giMeno feliu “El nuevo ámbito subjetivo de aplicación de la Ley de Contratos del 
Sector Público”. Revista de Administración Pública, nº 176 del año 2008. p. 45.
56 Una de las consecuencias de la consideración de los consorcios como Administración 
Pública a efectos de la LCSP es la posibilidad de que éstos puedan tener la condición 
de socio público en una sociedad de economía mixta. Sobre esta cuestión, vid. san-
tiago iglesias, D. Las sociedades de economía mixta como forma de gestión de los 
servicios públicos locales, Iustel, Madrid, 2010, pp. 109 y ss.
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tivo común, y la legislación de régimen local, distinguiéndolos de las Administra-
ciones Públicas enumeradas en la letra a) del mismo precepto” (Administración 
General del Estado, de las Comunidades Autónomas y entidades que integran la 
administración local). “Más adelante, en su apartado 2, efectúa una distinción en 
el ámbito del sector público al referirse a quienes integran, a efectos de la propia 
Ley, las Administraciones públicas, no citando expresamente, como así debería 
haberse hecho, a los consorcios, lo que no impide atribuirles tal carácter por apli-
cación de la previsión referida al ámbito subjetivo en la letra e) en la que señala 
como parte de la Administración pública las entidades de derecho público vincu-
ladas a una o varias Administraciones públicas o dependientes de las mismas que 
cumplan alguna de las características siguientes: que su actividad principal no 
consista en la producción en régimen de mercado de bienes y servicios destinados 
al consumo individual o colectivo, o que efectúen operaciones de redistribución 
de la renta y de la riqueza nacional, en todo caso sin ánimo de lucro, lo que es 
lo mismo que advertir que realicen funciones de interés general que no tienen 
carácter mercantil o industrial, es decir desarrollo de una función pública, o que 
no se financien mayoritariamente con ingresos, cualquiera que sea su naturaleza, 
obtenidos como contrapartida a la entrega de bienes o a la prestación de servi-
cios, lo que es lo mismo que indicar que se financien con fondos públicos o que 
procedan de la Administración.
De cuanto antecede se ha de estimar que los consorcios se configuran como una 
extensión de las Administraciones Públicas cuando sean creados para el desarro-
llo de cuestiones y servicios de interés común, lo que implica que, como conti-
nuación de las mismas, tendrán su misma consideración al ejercer en el ámbito 
administrativo una función que es propia de los órganos que lo crean cuyo fin es 
la gestión de servicios”.
5.2. Régimen de personal
El artículo 2.1 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Bá-
sico del Empleado Público establece que las previsiones contenidas en 
ella resultarán de aplicación, además de a la Administración General 
del Estado, Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las 
Ciudades de Ceuta y Melilla, Administraciones de las entidades locales, 
Universidades Públicas, Organismos Públicos, Agencias, a las demás en-
tidades de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas 
o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas.
Teniendo en cuenta la naturaleza de ente de derecho público, vin-
culado o dependiente de las administraciones públicas que tienen los 
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consorcios, no cabe la menor duda que las normas previstas en el EBEP 
resultan de aplicación a estos entes.57
Así, el ejercicio de las funciones que impliquen participación directa o 
indirecta en el ejercicio de potestades públicas o en la salvaguarda de los 
intereses del consorcio, corresponderá, en exclusiva, al personal sujeto 
al estatuto funcionarial, debiendo observar la norma estatutaria las de-
terminaciones que sobre las previsiones contenidas en el artículo 9.2 del 
EBEP establece la normativa autonómica de desarrollo.
Es esta una cuestión de cierta importancia, por cuanto se ha plan-
teado la duda de si los Consorcios pueden tener personal funcionario 
propio.
En mi opinión, nada obsta para que los Consorcios, en tanto que en-
tidades con personalidad jurídica propia, puedan disponer de personal 
propio y asumir la gestión del mismo58. Así, la plantilla o la relación 
de puestos de trabajo del consorcio podrá estar integrada por personal 
funcionario y/o laboral. En todo caso, conviene tener presente que una 
decisión de tal naturaleza debe venir condicionada, fundamentalmente, 
tanto por el carácter contingente del objeto del consorcio, como por la 
necesidad de que los Estatutos prevean de forma explícita y precisa el 
destino de su personal en caso de disolución. 
No obstante lo anterior, con base en la relación de instrumentalidad 
que une al consorcio con las Administraciones que lo integran, será po-
sible la adscripción al consorcio autonómico del personal funcionario o 
57 Así los hemos caracterizado y así los han reconocido los tribunales y, como hemos 
visto, la propia JCCA, quien en su Informe 38/2008, de 31 de marzo de 2009, incluye 
a los consorcios, a los efectos del ámbito de aplicación de la Ley de Contratos del Sec-
tor Público, en el concepto de Entidades de derecho público vinculadas a una o varias 
Administraciones Públicas o dependientes de las mismas que cumplan alguna de las 
características siguientes: 1) que su actividad principal no consista en la producción 
en régimen de mercado de bienes y servicios destinados al consumo individual o 
colectivo, o que efectúen operaciones de redistribución de la renta y de la riqueza 
nacional, en todo caso sin ánimo de lucro, o 2) que no se financien mayoritariamente 
con ingresos, cualquiera que sea su naturaleza, obtenidos como contrapartida a la 
entrega de bienes o a la prestación de servicios.
58 Además, dadas sus dimensiones organizativas, podrían ser un adecuado campo de 
pruebas para el establecimiento de sistemas de evaluación del desempeño de los em-
pleados públicos. Vid. alMeida cerreda, M., La evaluación del desempeño de los 
empleados públicos, Anuario de Derecho Municipal, 2009, pp. 115 y ss.
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laboral procedente de cualquiera de las Administraciones consorciadas. 
Una decisión prudente y aconsejable, sobre todo en aquellos casos en 
que, bien sea por el carácter contingente de sus fines o por cualquier otra 
razón, las administraciones consorciadas duden del carácter indefinido 
o duradero del mismo. Es más, es ésta una solución que en términos 
técnicos plantea menores problemas en el momento de la disolución del 
Consorcio.
La LOFAXGA, Ley reguladora del sector público autonómico de más 
reciente publicación, establece respecto del personal de los consorcios 
autonómicos que éste podrá ser funcionario, estatutario o laboral, de 
acuerdo con lo previsto en dicha ley y en la normativa aplicable a los 
empleados públicos (artículo 98 en relación con el artículo 58 del refe-
rido texto legal”.
En cuanto a la situación administrativa en la que quedaría dicho per-
sonal respecto de su administración de procedencia han sido varias las 
soluciones propuestas.
La normativa andaluza de régimen local soluciona este problema al 
prever en una norma con rango de Ley (artículo 41 de la Ley 7/1993, de 
27 de julio, de Demarcación Municipal) el régimen del personal trans-
ferido a los consorcios creados a su amparo. Así, los consorcios podrán 
contar con funcionarios transferidos (o que voluntariamente acepten su 
adscripción), en cuyo caso quedan adscritos a los servicios traspasados, 
quedando en situación de servicio activo en la Administración de proce-
dencia y en calidad de comisión de servicios en el organismo o entidad al 
que el servicio se adscribió, con respeto de todos sus derechos. Recibirán 
sus retribuciones por este mismo organismo y dicha situación de comi-
sión de servicios se extenderá por el tiempo previsto en la normativa 
constitutiva del nuevo organismo y, en su caso, carácter indefinido.
A falta de normativa autonómica aplicable, y teniendo en cuenta que, 
técnicamente, no existirían funcionarios del consorcio, sino funcionarios 
de las Administraciones que lo integran, éstos continuarán en la situa-
ción de servicio activo en la Administración de procedencia, debiendo 
cubrirse los puestos de que se trate a través de las diferentes formas 
de provisión previstas en la normativa aplicable a las Administraciones 
consorciadas.
